
Santiago, veintid s de mayo de dos mil diecinueve. ó

 VISTO: 

      En este procedimiento arbitral sobre terminaci n de contrato, pagoó  

de prestaciones adeudadas e indemnizaci n de perjuicios seguido ante eló  

juez rbitro Juan Carlos Varela Morgan bajo el Rol CAM 2.204-2014,á  

caratulado Ingenier a  y Movimientos de Tierra Tranex Limitada con“ í  

Anglo American Sur S.A. , mediante sentencia de nueve de septiembre”  

de  dos  mil  diecis is,  escrita  a  fojas  1877  y  siguientes,  se  acogi  laé ó  

demanda s lo en cuanto orden  a Anglo American Sur S.A. (en adelanteó ó  

Anglo ) devolver a la actora Ingenier a y Movimientos de Tierra Tranex“ ” í  

Limitada (en lo sucesivo Tranex ) una boleta bancaria de garant a por la“ ” í  

suma de 10.000 unidades de fomento y al  pago de la  suma total  de 

$1.459.999.748 por concepto de las prestaciones adeudadas que indica, 

con los incrementos que se ala, sin costas.ñ

Ambas  partes  impugnaron  el  pronunciamiento  mediante  recursos  de 

apelaci n y el tribunal arbitral de segundo grado, en sentencia de seis deó  

julio de dos mil diecisiete que se lee a fojas 129 y siguientes del cuaderno 

formado en esa instancia lo  confirm ,  con declaraci n  de que:  a)  lasó ó  

partes  acordaron  que  Anglo  asumiera  la  obligaci n  de  pagar  losó  

sobrecostos en que incurri  su contraparte por falta de implementaci nó ó  

del  sistema  bimodal  previsto  en  el  contrato;  b)  Anglo  dio  t rminoé  

anticipado al contrato de forma contraria a derecho; c) se declara resuelto 

el referido contrato, rechaz ndose la excepci n opuesta por la demandadaá ó  

fundada en el art culo 1552 del C digo Civil; d) dicha parte debe pagar aí ó  

la actora las sumas de $75.071.256 y $628.461.549, por conceptos de 

indemnizaci n por la adquisici n de elementos y materiales por trasladoó ó  

de  sus  instalaciones  y  compensaci n  por  gastos  derivados  de  laó  

terminaci n de la relaci n laboral con sus trabajadores, respectivamente,ó ó  

con intereses y reajustes que se ala, sin costas.ñ

XDKVKQWRCX



Ambas  partes  impugnaron  esta  ltima sentencia.  La demandadaú  

mediante recursos de casaci n en la forma y en el fondo y la demandanteó  

por medio de un recurso de casaci n en el fondo.ó

Se trajeron los autos en relaci n.ó

     CONSIDERANDO:

En  cuanto  al  recurso  de  casaci n  en  la  forma  de  la  parteó  

demandada.  

     PRIMERO: Que  la  recurrente  Anglo  afirma  que  el  fallo 

cuestionado ha incurrido en las causales de invalidaci n formal contenidasó  

en los n meros 2, 4 y 5 del art culo 768 del C digo de Procedimientoú í ó  

Civil,  este  ltimo  en  relaci n  al  cuarto  numeral  del  art culo  170  delú ó í  

mismo c digo.ó

Sobre el primer motivo de nulidad sostiene que los jueces que pronuncian 

el fallo se encuentran afectos a la causal de implicancia contemplada en el 

art culo  195  N  8  del  C digo  Org nico  de  Tribunales,  lo  que  haí ° ó á  

sucedido,  en  su  opini n,  por  la  conexi n  existente  entre  los  hechosó ó  

debatidos en este proceso con aqu llos que se ventilaron en el juicio Rolé  

CAM N  2182-14 conocidos y resueltos por unos mismos sentenciadores.°

Explica que en aquella pret rita causa su parte solicit  se condenara aé ó  

Tranex al reembolso de las sumas percibidas entre los a os 2011 a 2014ñ  

con ocasi n de la ejecuci n de un contrato de Movimientos de Tierra yó ó  

de  Enlace o, en subsidio, al pago de una indemnizaci n de perjuicios enó  

raz n  de  la  conducta  desarrollada  por  Tranex  para  satisfacer   lasó  

prestaciones que en virtud de esa convenci n le fueron encomendadas y,ó  

en el actual proceso, una de las pretensiones de la demandante Tranex se 

vincula con la calificaci n del ejercicio de una cl usula contractual queó á  

permiti  a Anglo terminar anticipadamente el contrato de autos Cargu oó – í  

y  Transporte  de  Concentrado-  alegando  la  actora  que  esa  conducta 

denota un incumplimiento del  contrato tanto porque la v a convenidaí  

para ello es la contenida en la cl usula 18 y no en la prevista en el 3.2,á  

que fue la invocada por Anglo, como por la falta de motivaci n de esaó  

decisi n, imputaci n frente a la cual su parte afirm  que como no leó ó ó  
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estaba atribuyendo a Tranex un incumplimiento de este contrato sino la 

p rdida de confianza causada por las graves irregularidades advertidas ené  

el  contrato  de  Movimiento  de  Tierra  y  de  Enlace,  la  terminaci nó  

verificada  en  la  hip tesis  de  la  cl usula  3.2.  resultaba  procedente  yó á  

ajustada a derecho, la que obedeci  adem s a una causa justificada.ó á

Arguye, en consecuencia, que los sentenciadores ya hab an manifestadoí  

su  dictamen  porque  en  ambos  procesos  se  debati  respecto  de  laó  

interpretaci n  de  las  cl usulas  contenidas  en  los  dos  contratosó á  

mencionados  -cuyo  contenido  es  pr cticamente  id ntico-  y  sobre  losá é  

incumplimientos denunciados respecto de los contratos de Movimiento de 

Tierra y de Enlace, que fue la causa de la primera demanda y la raz nó  

por la que se perdi  la confianza depositada en Tranex y que justific  suó ó  

decisi n  de  poner  unilateralmente  t rmino  anticipado  al  contrato  deó é  

Cargu o  y  Transportes  de  Concentrado,  conexi n  que  hac aí ó í  

recomendable no solo que ambas materias fueran resueltas en una sola 

oportunidad sino tambi n que los jueces aceptaran la recusaci n amistosaé ó  

que su parte plante  antes de la vista de esta causa fundada en la falta deó  

imparcialidad por lo que ya hab an resuelto al respecto, peticiones que suí  

parte oportunamente promovi  siendo rechazadas. Asevera, con todo, queó  

los  jueces  debieron  haber  declarado  su  propia  implicancia  cuando 

conocieron del actual asunto.

En su opini n, la causal de casaci n formal es evidente ya que todo eló ó  

desarrollo argumentativo que se expresa en el fallo se remite a lo decidido 

en  su  anterior  pronunciamiento,  explicitando  apreciaciones  que  ya  se 

hab an formado en el anterior juicio cuya sentencia tampoco se encuentraí  

revestida de autoridad de cosa juzgada pues los recursos de casaci n queó  

en su contra se interpusieron a n no han sido resueltos por esta Corteú  

Suprema. En similar sentido, arguye que tambi n se manifiesta la falta deé  

imparcialidad por el hecho de no haber considerado los jueces ciertos 

antecedentes  probatorios  producidos  en  segunda  instancia  que, 

debidamente ponderados, permiten arribar a una distinta decisi n.ó
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Respecto a la causal de ultra petita afirma que la sentencia se extendi  aó  

cuestiones no sometidas a la decisi n del tribunal puesto que el sustratoó  

f ctico del proceso de autos no est  referido a la conducta de su parte alá á  

dar  por  terminado  anticipadamente  el  contrato  y  si  ella  fue  o  no 

arbitraria, toda vez que la actora en su demanda propuso una discusi nó  

jur dica sobre la preminencia de una causal de terminaci n anticipadaí ó  

que exige incumplimiento del contrato por sobre otra que no prev  laé  

concurrencia  de  tal  infracci n  y,  a  su  turno,  su  parte  cuestion  laó ó  

procedencia  de  esa  discusi n  justamente  por  el  hecho  de  no  haberó  

invocado un incumplimiento contractual, explicando que la terminaci nó  

fue procedente porque perdi  la confianza en la contratista por las gravesó  

defraudaciones  detectadas  en  la  ejecuci n  de  otro  contrato.  De  esteó  

modo, los jueces se alejan de la controversia al declarar injustificada la 

terminaci n del contrato, m s todav a si razonan sobre la base de hechosó á í  

establecidos  en otro proceso que no fueron objeto  de  prueba en este 

juicio por no estimarse pertinentes, sustanciales y controvertidos.

Para explicar la manera en que se configura la tercera causal de nulidad 

manifiesta  que  los  sentenciadores  no  consideraron  todas  las  pruebas 

rendidas en la causa, omitiendo analizar los documentos inobjetados que 

su  parte  acompa  en  segunda  instancia  y  que  son  particularmenteñó  

relevantes para evaluar si exist an razones suficientes que configuran laí  

p rdida  de  confianza  en  la  contratista,  ya  que  dan  cuenta  de  laé  

formalizaci n de la investigaci n realizada por el Ministerio P blico enó ó ú  

contra de cuatro de los principales ejecutivos de la actora en relaci n aó  

los hechos defraudatorios que se habr an cometido en la ejecuci n de losí ó  

contratos de Movimiento de Tierra y de Enlace.

SEGUNDO: Que  para  abordar  la  primera  causal  de  nulidad  que 

esgrime  la  recurrente  es  oportuno  se alar  queñ  la  independencia  e 

imparcialidad  de  los  jueces  es  una garant a  fundamental  de  todas  lasí  

personas  que  recurren  a  los  tribunales  de  justicia  y  constituye  una 

reafirmaci n de la igualdad ante la ley y de la protecci n que se le debeó ó  

en el ejercicio de sus derechos y ante la justicia,  aspectos que nuestra 

XDKVKQWRCX



Carta Fundamental reconoce en diversas disposiciones, en especial en sus 

art culos  5 ,  19  N  2,  3,  7,  26  y  76,  como del  mismo modo se  haí ° º  

reconocido  en  diferentes  declaraciones  y  convenciones  internacionales 

ratificadas por nuestro pa s.í

Para  resguardar  esa  garant a  la  ley  ha  establecido  el  sistema  de  lasí  

implicancias y recusaciones instituyendo causales que, en todos los casos, 

buscan asegurar a las partes un juez imparcial. Empero, se diferencian, en 

cuanto incumbe destacar en la situaci n en estudio, en la raz n de seró ó  

que justifica su establecimiento. As , siendo evidente la mayor gravedadí  

de las causales que configuran una implicancia respecto de aquellas que 

constituyen recusaci n, se establece respecto de las primeras un car cteró á  

irrenunciable que no presentan las segundas.

Entonces,  la  ley  confiere  a  la  parte  que  pueda  sentirse  afectada  la 

posibilidad  de  reclamar  la  falta  de  imparcialidad,  para  lo  cual  debe 

invocar una causal fundada en una norma legal expresa y someterse al 

procedimiento que establece la ley para su tramitaci n. No obstante, seó  

trata de una alegaci n  que se le ha conferido al  interesado en formaó  

facultativa,  es  decir,  entreg ndole  la  decisi n  de  hacerla  valer  o  no,á ó  

resultando entonces que de no verificarla en la forma y plazo que las 

normas estatuyen, el derecho a reclamo se entiende renunciado. 

Distinta es la situaci n de la implicancia la que, atendida la gravedad deó  

las causales que la configuran, no pueden ser renunciada, debiendo ser 

declarada de oficio en cuanto se tome conocimiento de ellas.

TERCERO: Que sin perjuicio de las diferencias ya anotadas que, entre 

otras, presentan las implicancias y las recusaciones, cabe detenerse en lo 

obrado a este  respecto por la  recurrente  en el  proceso,  constando en 

autos que antes de la vista de la causa intent  evitar que los jueces deó  

segundo  grado  entraran  al  conocimiento  del  asunto  formulando  una 

recusaci n  graciosa  o  amistosa,  petici n  que  fue  desestimada  por  losó ó  

sentenciadores,  pues  esa  circunstancia,  entre  otras,  evidenciar a  laí  

implicancia que ahora denuncia.

La  denominada  recusaci n  amistosa  planteada  en  su  momento  por“ ó ”  
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Anglo es una de las dos v as previstas en nuestra legislaci n para hacerí ó  

valer  una causal  de recusaci n  y a ella  se refiere  el  art culo  124 deló í  

C digo de Procedimiento Civil. El otro camino es el incidente especialó  

ante tribunal competente regulado en el T tulo XII del Libro I del citadoí  

c digo  de  Enjuiciamiento.  Se  trata  de  dos  distintas  modalidades  queó  

tienen en com n la actividad de la parte que se siente afectada por laú  

inhabilidad del juez, sin perjuicio de que, al tenor de lo estatuido en el 

art culo  199  del  C digo  Org nico  de  Tribunales,  las  causales  deí ó á  

inhabilidad pueden ser denunciadas por los propios magistrados respecto 

de quienes  est n  establecidas,  lo  que se  torna en un imperativo si  laá  

causal es de implicancia.

Lo  dicho  contribuye  a  aclarar  que  si  bien  es  efectivo  que  nuestro 

ordenamiento jur dico persigue el respeto y la observancia de la garant aí í  

constitucional que propugna que todas las personas tienen derecho a ser 

juzgadas por un tribunal imparcial, lo cierto es que tambi n ellas est né á  

obligadas  a  cumplir  el  mandato  legal  en  relaci n  con  el  r gimenó é  

procedimental que al respecto corresponda sea aplicado. Y al examinar el 

caso de autos a la luz de las disposiciones mencionadas, se advierte que al 

haber  sido  desechada  la  causal  de  recusaci n  por  las  mismasó  

circunstancias que la demandada ahora esgrime como fundamento de su 

recurso, de conformidad con el art culo 124 del C digo de Procedimientoí ó  

Civil se encontraba facultada para deducir el incidente ante el tribunal 

correspondiente y no lo hizo, debiendo entenderse renunciada. 

Esa  constataci n  desde  luego  resta  m rito  a  su  alegaci n  que  ahoraó é ó  

plantea por la v a de la implicancia, pues si bien es cierto que sta noí é  

puede ser renunciada, tambi n lo es el hecho de que la propia parte queé  

se consideraba afectada por la falta de imparcialidad de los juzgadores no 

persever  en su decisi n de evitar que conocieran el asunto pendiente deó ó  

resoluci n.ó

Adem s, si al tenor de los escritos fundamentales de las partes o duranteá  

la  tramitaci n  del  juicio  se  pod a  vislumbrar  que  lo  que  ha  debidoó í  

resolverse presentaba alg n grado de relaci n con lo debatido y resueltoú ó  
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con anterioridad,  lo  l gico,  natural  y  esperable  era  que la  recurrenteó  

tambi n cuestionara la imparcialidad del  juez rbitro de primer gradoé á  

que conoci  de ambos procesos y tampoco lo hizo.ó

Ambas  conductas  sugieren  que  la  alegaci n  que  formula  en  estaó  

oportunidad se vincula m s bien a su disconformidad por la manera ená  

que fueron resueltas ambas contiendas y no al hecho de que los jueces de 

segundo grado carecieran de imparcialidad y as  se advierte, por ejemplo,í  

en su presentaci n ante al tribunal de alzada a fojas 2 y siguientes en laó  

que  explica  la  necesidad  de  que  las  sentencias  de  segundo  grado  en 

ambos juicios fueran dictadas en una sola oportunidad porque si no fuera 

as  inevitablemente  debiese  dar  lugar  a  que  una  de  las  partesí “  

(dependiendo cual sea la resoluci n de US.A. ILTMA.) invoque en esteó  

proceso la  causal  de implicancia prevista en el  art culo 195 N  8 delí °  

C digo Org nico de Tribunales o la causal de recusaci n prevista en eló á ó  

art culo 196 N  10 del mismo cuerpo legal .í ° …”

CUARTO: Que, por otra parte, la discusi n relativa a la necesidad deó  

motivar  el  ejercicio  de  la  cl usula  3.2.  de  terminaci n  anticipada  delá ó  

contrato  de  Cargu o  y  Transporte  de  Concentrado  form  parte  delí ó  

debate, al punto que la propia demandada en su contestaci n reconoció ó 

que el hecho que nuestra representada no haya expresado causa en su“  

comunicaci n  de  t rmino,  no  significa  que  sta  fuera  una  decisi nó é é ó  

inmotivada,  o adoptada  de  manera  abusiva  o  en  contravenci n  a  lasó  

exigencias de  eticidad que impone el principio de la buena fe , para a”  

continuaci n aseverar que ejerci  tal atribuci n como consecuencia de laó ó ó “  

p rdida  de  confianza  de  la  Contratista ,  mencionando  al  efecto  lasé ”  

conductas  que  sta  desarroll  en  la  ejecuci n  de  los  contratos  deé ó ó  

Movimiento de Tierra y de Enlace, materia que, entre otras, se discutió 

en el anterior juicio que sentenciaron los juzgadores. 

Luego,  pretender  que  ellos  se  encuentran  implicados  porque  en  este 

punto se remiten a lo decidido en aqu l proceso en el cual determinaroné  

que no se configuraron los hechos defraudatorios que Anglo le atribuy  aó  

Tranex supondr a inhibirlos de emitir un pronunciamiento sobre uno deí  
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los aspectos de la litis, imponi ndoles de paso y sin m s la tesis de laé á  

demandante relativa a la imposibilidad de escudri ar las motivaciones enñ  

el ejercicio del derecho.

No se trata, como sugiere la recurrente, de que hayan manifestado su 

dictamen  sobre  la  cuesti n  pendiente  con  conocimiento  de  losó  

antecedentes necesarios  para pronunciar sentencia pues lo debatido en 

autos se refiere a la interpretaci n y ejecuci n de buena fe de un contratoó ó  

distinto a aquel que form  parte de la discusi n del juicio Rol CAM Nó ó ° 

2.182-2014.  Si  los  juzgadores  debieron efectuar  referencias  al  anterior 

pronunciamiento reca do en el juicio ventilado entre los mismas partesí  

para resolver uno de los m ltiples planteamientos que han conformado laú  

litis sobre la que versa el actual debate, ello s lo obedece a que ha sido laó  

recurrente quien trae a este proceso los hechos que en esa oportunidad 

fueron invocados para justificar sus pretensiones. 

Y como bien se ala,  esos  hechos  no fueron controvertidos justamenteñ  

porque ella misma los reconoci . ó

Luego, mal puede reclamar la p rdida de imparcialidad de los jueces sié  

los someti  a esa necesidad de recurrir a lo resuelto en el anterior juicioó  

para  satisfacer  el  imperativo  de  resolver  la  discusi n  en  todas  susó  

vertientes,  siendo indiferente,  en lo  respecta a la  imparcialidad  de los 

sentenciadores, que a la poca en que la demandada interpuso el arbitrioé  

que se analiza esta Corte Suprema aun no desestimara los recursos de 

nulidad  que  en  contra  de  aquel  dictamen  hab a  deducido,  comoí  

aconteci .ó

A  mayor  abundamiento,  tampoco  es  efectivo  que  todo  el  desarrollo 

argumentativo que se explicita en el fallo se remita a lo resuelto en el 

anterior  pronunciamiento  y  que  esos  razonamientos  demuestren  las 

apreciaciones que ya se hab an formado los jueces, pues los fundamentosí  

expresados en la sentencia de autos dicen estricta relaci n con el actualó  

debate. Como se enunci , la remisi n que se hace al pret rito fallo enó ó é  

este  punto  aparece  del  todo  necesaria  para  determinar  primero  una 

cuesti n de derecho si la terminaci n anticipada requer a o no de unaó – ó í  
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motivaci n- y luego, si aquella estaba justificada, ejercicio que el tenor deó  

la litis y los propios planteamientos de la recurrente exig a a los juecesí  

abordar.  Y  todav a  cabe  a adir  que  en  su  recurso  Anglo  desarrollaí ñ  

alternativamente una l nea argumental dirigida igualmente a justificar suí  

decisi n aun prescindiendo de lo resuelto en el anterior juicio, ya queó  

postula  que  tambi n  obr  conforme  al  contrato  pese  a  no  haberé ó  

comprobado en juicio la existencia de los incumplimientos del contrato de 

Movimiento de Tierra y de Enlace y los actos defraudatorios cometidos 

durante su ejecuci n,  abstray ndose de lo que en aquel proceso fueraó é  

decidido.

Por ltimo, tampoco devela falta de imparcialidad la omisi n de analizarú ó  

ciertos elementos probatorios pues esa inadvertencia est  sancionada porá  

la ley como presupuesto de nulidad que encuentra justificaci n en otrasó  

circunstancias  que  no  dicen  relaci n  con  la  inhabilidad  de  losó  

sentenciadores.

En consecuencia, la causal de invalidaci n analizada no podr  prosperar.ó á

QUINTO: Que sobre la ultra petita que se atribuye al fallo por haberse 

extendido a puntos no sometidos a la decisi n del tribunal, esta Corte yaó  

ha asentado que el defecto se configura cuando la sentencia, apart ndoseá  

de los t rminos en que las partes situaron la controversia por medio deé  

sus  respectivas  acciones  o  excepciones,  altera  el  contenido  de  stasé  

cambiando su objeto o modificando su causa de pedir, de modo que para 

dilucidar  si  en  la  especie  existe  un  desajuste  entre  lo  resuelto  y  los 

t rminos  en  que  las  partes  formularon  sus  pretensiones,  correspondeé  

primeramente comparar lo reclamado por los litigantes con lo decidido 

en el pronunciamiento impugnado. 

SEXTO: Que al  efectuar  el  examen aludido entre los  extremos que 

se ala la doctrina, esto es, acci n y excepci n o defensa y lo decidido, señ ó ó  

concluye que no existe discordancia alguna entre lo pedido y lo resuelto, 

por cuanto lo que decide la sentencia se encuadra precisamente dentro de 

lo que fue el asunto debatido, que dice relaci n con la interpretaci n deló ó  

contrato, si correspond a que Anglo invocara la cl usula 18 o la 3.2. deí á  
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tal convenci n para darlo por terminado, con la manera de ejercer lasó  

atribuciones que para tal efecto reconoce la convenci n, la necesidad deó  

que ese ejercicio fuese motivado y la entidad de esos motivos.

En efecto, en su demanda la actora no solo desarroll  los planteamientosó  

que impedir an a la cl usula 3.2. amparar la decisi n de su contraparteí á ó  

de poner t rmino unilateral y anticipado del contrato sino que adem sé á  

postul  que el ejercicio carec a de motivaci n, debiendo tenerla, y, por suó í ó  

parte,  la  recurrente  afirm  que  la  cl usula  en  cuesti n  era  la  queó á ó  

correspond a invocar, explicando adem s las razones que motivaron suí á  

decisi n. Luego, si los sentenciadores han reconocido la procedencia de laó  

estipulaci n como suficiente fundamento contractual para la terminaci nó ó  

anticipada  que se  reprocha  a  Anglo,  necesariamente  pod an  y deb aní í  

analizar no s lo lo convenido sino tambi n los motivos que se ofrecieronó é  

como justificaci n de la conducta cuyo ejercicio prev  esa estipulaci n,ó é ó  

definiendo  si  los  presupuestos  f cticos  sobre  los  cuales  Anglo  hizoá  

descansar la p rdida de confianza que atribuy  a Tranex eran efectivos,é ó  

es decir, si ellos daban cuenta de los incumplimientos y defraudaciones 

que imput  haber cometido a Tranex en la ejecuci n de un contratoó ó  

distinto al de autos y si esos hechos eran aptos e id neos para justificar laó  

terminaci n anticipada de la convenci n y, como consecuencia de esaó ó  

dilucidaci n, si la demandada obr  conforme a derecho o su conducta fueó ó  

arbitraria.

Por  lo  mismo,  bien  pod an  acudir  a  los  hechos  establecidos  en  laí  

sentencia  reca da  en  el  anterior  proceso  que  confront  a  las  partes,í ó  

justamente porque fue la demandada quien justific  su proceder sobre laó  

base de aquellos aspectos f cticos y fundar su decisi n en consideracionesá ó  

relacionadas con la naturaleza del contrato y su ejecuci n de buena fe.ó

S PTIMO:É  Que se aprecia,  en consecuencia, que la decisi n que laó  

recurrente reprocha se refiere  a asuntos  que s  fueron introducidos alí  

debate y no es extra a al conflicto. Siendo as , debe concluirse que alñ í  

emitir pronunciamiento sobre un asunto de su competencia el fallo no se 

aparta  de  los  planteamientos  desarrollados  por  las  partes  del  juicio, 
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resultando inconcuso, por ende, que los juzgadores han actuado dentro 

del mbito de las atribuciones que les son propias por hab rselas otorgadoá é  

los litigantes en sus escritos fundamentales y el ordenamiento jur dico, siní  

que se hayan extendido a puntos no sometidos a su decisi n, motivo poró  

el cual la impugnaci n ser  rechazada.ó á

OCTAVO: Que respecto a la tercera causal de nulidad que se sustenta 

en la omisi n de valorar la prueba documental rendida por la recurrenteó  

en segunda instancia, consta en el expediente formado en ese grado que 

la  demandada  acompa  copia  de  la  presentaci n  que  efectu  alñó ó ó  

Ministerio P blico el 28 de julio de 2016 solicitando la formalizaci n deú ó  

Ivan Ja a Fredes, Narciso y Ricardo, ambos Ovando Cifuentes y Leninñ  

Astudillo Jim nez, ejecutivos de Tranex a quienes imput  la autor a delé ó í  

delito  de  estafa  cometido  en  relaci n  a  la  ejecuci n  del  contrato  deó ó  

Movimiento de Tierras; la presentaci n de 16 de septiembre de 2016 deló  

Ministerio P blico solicitando la citaci n a audiencia de formalizaci n; laú ó ó  

copia  de  la  resoluci n  reca da  en  esa  petici n  y  la  del  Acta  deó í ó  

Formalizaci n  de  7  de  noviembre  de  2016,  antecedentes  que  enó  

resoluci n  de 2 de marzo de 2017 se tuvieron por acompa ados  conó ñ  

citaci n.ó

En relaci n a tales documentos lleva la raz n la recurrente al acusar suó ó  

falta de an lisis,  pues los sentenciadores no se refieren expresamente aá  

esas probanzas en su fallo.

NOVENO: Que, sin embargo, ante la inadvertencia reci n constatadaé  

no es posible soslayar que el art culo 768 del C digo de Procedimientoí ó  

Civil autoriza al  tribunal para desestimar el recurso de casaci n en laó  

forma si de los antecedentes aparece de manifiesto que el recurrente no 

ha sufrido perjuicio reparable s lo con la invalidaci n del fallo o cuandoó ó  

el vicio no ha influido en lo dispositivo del mismo, debiendo recordarse, 

en  el  contexto  ya  enunciado,  que  del  tenor  de  lo  que  disponen  los 

art culos 764 y siguientes del mismo texto legal, para la interposici n deí ó  

un  recurso  de  casaci n  como  el  que  se  analiza,  adem s  de  otrasó á  

exigencias,  debe  ser  interpuesto  por  la  parte  agraviada,  por  cuanto 
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diferentes requisitos comparte el recurso de casaci n con los recursos enó  

general, siendo uno de ellos precisamente el agravio que debe manifestar 

y soportar quien lo interpone.

A  luz  de  lo  reci n  indicado,  el  m rito  del  proceso  da  cuenta  de  laé é  

improcedencia de la nulidad formulada en lo que hace a la causal del N° 

5 del art culo 768 del C digo de Enjuiciamiento Civil, en relaci n a laí ó ó  

exigencia del N  4 del art culo 170 del mismo c digo pues si bien el° í ó  

recurso  sostiene  que  los  mencionados  medios  de  prueba  ser aí  

demostrativos de la falta de confianza que justific  su decisi n de poneró ó  

t rmino anticipado al contrato y dan cuenta oficial de la existencia deé  

tales  antecedentes,  es  lo  cierto  que  al  tenor  de  los  razonamientos 

desarrollados en el fallo esos instrumentos carecer an de la aptitud que lesí  

atribuye  quien  recurre  ya  que  lo  que  ha  sido  relevante  para  los 

sentenciadores, entre otros aspectos, no es la impresi n que pudo haberó  

causado en Anglo las  irregularidades  que pudo haber  detectado en el 

estudio de la ejecuci n del  contrato de Movimiento de Tierra sino laó  

necesidad  de  haberse  acreditado  que  Tranex  hubiese  efectivamente 

incumplido  ese  contrato  mediante  hechos  defraudatorios,  como  se  le 

atribuy . Y lo cierto es que el proceso no da cuenta de esta circunstancia,ó  

constando, por el contrario, que esos hechos no fueron comprobados en 

sede civil, como da cuenta el fallo dictado en la causa Rol CAM 2182-

2014 a la que se refieren los juzgadores, sentencia que por lo dem s fueá  

conocida  por  esta  Corte  Suprema  con  antelaci n  al  actual  procesoó  

rechaz ndose los recursos de nulidad deducidos en su contra por Anglo,á  

sin  perjuicio adem s del  mbito  de aplicaci n  de lo  prevenido en losá á ó  

art culos 178 y 179 del C digo de Procedimiento Civil en relaci n a losí ó ó  

efectos que pudiera reconocerse a un dictamen condenatorio en materia 

penal en contra de determinados ejecutivos de la actora, pronunciamiento 

que no consta en autos.

En  consecuencia,  las  informaciones  que  emanan  de  los  documentos 

omitidos  por  los  jueces  no  aportan  nuevos  elementos  que  pudieran 

modificar  sustancialmente los hechos fijados en el proceso y la manera 
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en  que  se  resolvi  la  contienda.  Distinto  es  que  los  fundamentos  yó  

calificaciones que desarrolla el fallo no satisfagan a quien recurre, pero no 

corresponde analizar esa discordancia en esta sede de casaci n formal.  ó

Como se ve, el reproche carece de influencia sustancial en lo dispositivo 

del fallo, raz n por la cual la causal de nulidad esgrimida tampoco puedeó  

ser acogida.

D CIMO:É  Que, consecuentemente, en ninguna de sus vertientes puede 

prosperar el recurso de casaci n en la forma, debiendo ser desestimado. ó

En cuanto a los recursos de casaci n en el  fondo.ó

Del recurso deducido por la parte demandada:  

UND CIMO:É  Que fundamentando su pretensi n invalidatoria la parteó  

de Anglo afirma, en primer lugar, que el fallo infringe el art culo 1545í  

del  C digo Civil,  en  relaci n  a  los  art culos  1560 y 1562 del  mismoó ó í  

c digo y la cl usula 3.2 del contrato.ó á

Afirma que los jueces se equivocan al concluir que su parte dio t rminoé  

de  manera  anticipada  al  contrato  en  forma  contraria  a  derecho 

incurriendo en la responsabilidad contractual que se le atribuye, pues esa 

terminaci n  obedeci  al  ejercicio  de  un  leg timo  derecho  conferido  aó ó í  

ambas  partes  contratantes.  De  este  modo,  reprueba  que  en  los 

considerandos d cimo, und cimo y d cimo tercero que se ocupan de estaé é é  

materia no se haga referencia a alg n elemento que permita interpretar laú  

voluntad de las partes al momento de incorporar al contrato la cl usulaá  

3.2.,  analizando  las  limitaciones  de  esa  estipulaci n  y  las  restriccionesó  

legales  que  resulten  aplicables,  careciendo  asimismo  de  un  desarrollo 

acerca  de  la  jurisprudencia  existente  sobre  cl usulas  de  terminaci ná ó  

anticipada sin expresi n de causa. Por el contrario, los jueces razonanó  

sobre la base de una doctrina sin especificar que atiende a una actuaci nó  

razonable  y  no  arbitraria  fundada  en  una  causa  real,  porque  as  loí  

exigir a la buena fe.í

Reconociendo la  recurrente  -conforme a  la  doctrina que  cita-  que  el 

derecho potestativo a terminar unilateralmente un contrato est  limitadoá  

por  el  principio  de  la  buena  fe,  afirma  que  en  autos  no  existen 
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antecedentes  que  permitan  calificar  su  actuaci n  como  abusiva  oó  

contraria  a  la  buena  fe,  reprobando  a  los  jueces  haber  fundado  sus 

reflexiones  en  lo  resuelto  en  un  juicio  diverso  en  el  cual  ya  hab aní  

concluido que no se pudo acreditar la existencia de un incumplimiento 

contractual por parte de Tranex. En esas circunstancias y obviando que 

al obrar de ese modo los sentenciadores han perdido imparcialidad, que 

el  pronunciamiento  a  que  se  refieren  no  se  encontrara  firme  y  que 

tampoco  se  valorara  ntegramente  la  prueba  rendida  en  este  juicio,í  

asevera la demandada que todo ello no es bice para concluir que suó  

parte perdi  la confianza depositada en la demandada por las actuacionesó  

en que sta incurri , siendo esa conducta la que constituye un motivoé ó  

leg timo para dar por terminado el contrato cuya vigencia se mantuvo,í  

pese  a  haberse  rechazado  la  anterior  demanda  por  incumplimiento 

contractual. 

Asevera  as  que  el  fallo  desnaturaliza  la  cl usula  3.2.  que  pod a  serí á í  

invocada por cualquiera de las partes sin expresi n de causa al exigir losó  

juzgadores que la facultad a que ella se refiere pod a ser ejercitada por losí  

contratantes nicamente si est n en condiciones de acreditar en juicio unú á  

incumplimiento, haciendo de este modo superflua la regulaci n que eló  

contrato previ  para ese preciso evento en su cl usula 18. Del mismoó á  

modo se contravienen los art culos 1560 y 1562 del C digo Civil, m ximeí ó á  

si  en  un  caso  como  el  de  autos  en  el  que  devino  una  p rdida  deé  

confianza de una parte, la doctrina reconoce la procedencia y ejecuci nó  

de una cl usula de terminaci n anticipada sin expresi n de causa. á ó ó

En tales circunstancias, el error que a su parte le atribuyen los jueces 

sobre los hechos que originaron esa desconfianza tampoco podr a impedirí  

el ejercicio de su facultad ya que una equivocaci n no es contraria aló  

ejercicio  de  buena fe  de un derecho sobre  todo si  por  esos  mismas–  

circunstancias un tribunal civil decret  una medida prejudicial precautoriaó  

en contra de Tranex y el Ministerio P blico comunic  su decisi n deú ó ó  

formalizar a cuatro ejecutivos de esa empresa- y permite excluir cualquier 

actuar doloso de su parte.
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Reprueba, por ltimo, que la indebida extensi n del principio de buenaú ó  

fe sobre el que razonan los juzgadores haya posibilitado la integraci n enó  

la estipulaci n de una condici n suspensiva que nunca estuvo prevista poró ó  

las partes, consistente en la existencia de un motivo real y serio del que 

depend a  el  nacimiento  del  derecho  de  terminar  anticipadamente  elí  

contrato, infringiendo con su decisi n el principio del ó pacta sunt servanda 

y el art culo 1545 del mismo cuerpo sustantivo. í

En segundo t rmino denuncia el quebrantamiento del art culo 1546 delé í  

C digo Civil porque la sentencia le confiere al principio en l contenidoó é  

un alcance contradictorio con las obligaciones asumidas voluntariamente 

por las partes y extiende los deberes que emanan de la naturaleza de la 

obligaci n  m s all  de cualquier  mbito razonable,  incurriendo en losó á á á  

mismos  errores  de  apreciaci n  que  cometieron  en  su  anterioró  

pronunciamiento, afirmando sin sustento, por ejemplo, que su parte puso 

t rmino al contrato de Movimiento de Tierra el 30 de agosto de 2013é  

porque a esa fecha habr a adquirido la convicci n de las defraudacionesí ó  

denunciadas  incipientemente  a  comienzos  de  ese  a o,  aserto  que  enñ  

concepto de quien recurre es contrario a la l gica y desarrollo normal deó  

los negocios y adem s prescinde de la prueba que consta en las sentenciasá  

dictadas  en  el  proceso  Rol  CAM N  2182-2014  sobre  las  diferencias°  

comerciales  suscitadas  entre  las  partes  en  el  a o  2014,  contexto  queñ  

tambi n era necesario considerar para evaluar la p rdida de confianza ené é  

Tranex y las comunicaciones habidas entre las partes,  sin que sea dable 

concluir que las actuaciones de su parte hubiesen alterado las expectativas 

que la demandante pudo forjarse en relaci n a la vigencia del contrato.ó

Tampoco corresponde imponer a las partes un deber de colaboraci n deó  

las caracter sticas que se ala el fallo reproch ndole no haber puesto ení ñ á  

conocimiento de Tranex la investigaci n interna destinada a establecer losó  

incumplimientos y defraudaciones. Asegura que la noticia de la existencia 

de esa indagaci n habr a comprometido su curso y adem s afirma que laó í á  

colaboraci n que de su parte esperaban los jueces supone una renuncia aó  

su propio inter s para proteger el de la contraria, obviando los juzgadoresé  
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las necesidades que ameritaron realizar una investigaci n en cuesti n yó ó  

los  problemas  que  se  produjeron  como  consecuencia  de  la  relaci nó  

contractual que mantuvieron los contratantes, lo que queda de manifiesto, 

por ejemplo, con el conocimiento que ten a Tranex de ciertos aspectosí  

confidenciales de la licitaci n y del hecho de que se formalizar a a uno deó í  

los  empleados  de  Anglo  cuya  funci n  era  justamente  fiscalizar  a  laó  

contratista. 

Por lo dem s, la err nea interpretaci n del art culo 1546 del C digo Civilá ó ó í ó  

en  que  incurren  los  sentenciadores  de  segunda  instancia  les  permite 

incluir,  tambi n  equivocadamente,  una  condici n  suspensiva  en  laé ó  

cl usula 3.2. pactada en el contrato, modalidad que nunca fue acordada yá  

ni siquiera planteada por las partes en juicio.

El tercer cap tulo del recurso se reserva para denunciar la infracci n a lasí ó  

normas reguladoras de la prueba, explicando Anglo que la sentencia debe 

ser invalidada porque no considera los antecedentes acompa ados por suñ  

parte en segunda instancia, lo que igualmente sucede al haber confirmado 

la  decisi n  de primer  grado en aquella  parte  que excluy  valorar  losó ó  

instrumentos que fueron reconocidos por sus autores al comparecer en 

calidad de testigos.

En  relaci n  a  los  documentos  producidos  en  segunda  instancia,  laó  

impugnante reitera los argumentos que expuso para fundar su recurso de 

casaci n en la forma, recordando asimismo que el Acta de Procedimientoó  

de Arbitraje determina que el tribunal podr  aceptar cualquier elementoá  

de prueba que racionalmente pueda servir para formar su convicci n.ó

Sobre los instrumentos que no fueron considerados por el juez a quo, 

postula que se infringe el art culo 384 del C digo de Procedimiento Civil,í ó  

pues se vio privada de la posibilidad de acreditar la existencia del cr ditoé  

con el que pretendi  compensar las obligaciones que reclam  la actoraó ó  

pese  a  que  los  autores  de  tales  antecedentes  los  reconocieron 

expresamente en el proceso, como hab a sido convenido entre las partes,í  

circunstancia  que  exig a  a  los  juzgadores  considerar  esos  elementosí  

probatorios  asign ndoles  un  valor  equivalente  a  la  declaraci n  de  uná ó  
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testigo y al no hacerlo, vulneran adem s los art culos 342 N  3 y 346 Ná í ° ° 

3 del mismo c digo adjetivo.ó

En cuarto lugar reclama el quebrantamiento del art culo 1545 del C digoí ó  

Civil en relaci n con el art culo 1564 del mismo texto legal, la cl usulaó í á  

26 del Contrato y los art culos 97, 101 y 102 del C digo de Comercio.í ó

Sin perjuicio de lo expuesto sobre la buena fe que le asiste, reconoce que 

es  razonable  la  pretensi n  contraria  de  que  se  le  indemnice  por  laó  

inversiones  que  realiz  en  tres  casos,  mas  no  en  lo  relativo  a  losó  

sobrecostos,  reprochando  que  a  este  respecto  el  fallo  declarara  la 

existencia  de  un  acuerdo  sobre  la  base  de  un  supuesto  silencio 

circunstanciado de su parte, calificaci n que contraviene lo pactado en laó  

cl usula  26  del  contrato  conforme  a  la  cual  se  convino  que  ning ná ú  

cambio, alteraci n o modificaci n de esa convenci n tendr a validez si noó ó ó í  

constara  por  escrito  y  fuera  firmado por  ambas  partes,  conducta  que 

tampoco satisface las normas del C digo de Comercio que regulan eseó  

instituto jur dico puesto que el fallo atiende a una supuesta reticencia deí  

su parte al no haber rechazado abiertamente el pago de los sobrecostos 

que se demandaban. En su concepto, las comunicaciones habidas entre 

los  contratantes  dan cuenta a lo m s de un diferendo comercial  y laá  

circunstancia  de  haber  requerido  de  la  contraria  nuevos  antecedentes 

para  validar  los  supuestos  sobrecostos  no  solo  demuestran  que  no  se 

form  consentimiento  para  su  pago  sino  tambi n  lo  razonable  de  suó é  

accionar.

Seguidamente  censura  la  transgresi n  del  art culo  160  del  C digo  deó í ó  

Comercio en relaci n a lo previsto en el art culo 3 de la Ley N  19.983,ó í °  

acusando que los jueces desestiman la compensaci n que aleg  al invocaró ó  

ser titular  de un cr dito equivalente a la suma que por errores en laé  

aplicaci n  de  precios  y  f rmulas  de  reajustes  pag  a  la  contratista,ó ó ó  

pretensi n que fue desestimada en raz n de encontrarse irrevocablementeó ó  

aceptadas las facturas que recibi  de Tranex. Arguye, no obstante, que eló  

art culo  160  del  C digo  de  Comercio  no  resulta  aplicable  porque  seí ó  

refiere nicamente a los contratos de compraventa mercantil y no a los deú  

XDKVKQWRCX



prestaci n de servicios y porque el de autos prev  en su cl usula 8 laó é á  

posibilidad de corregir los cobros y proceder a la devoluci n de los pagosó  

excesivos cuando se originan en cargos facturados incorrectamente. Alega, 

en  el  mismo  sentido,  que  el  fallo  es  contradictorio  porque  de  haber 

mantenido igual criterio habr a excluido las indemnizaciones reclamadasí  

por  Tranex  por  concepto  de  viajes  que  tambi n  se  refieren  a  pagosé  

reclamados que hab an sido incluidos oportunamente en la hoja de estadoí  

de servicios, facturados por la contratista y pagados a una tarifa normal.

En sexto t rmino alega que la sentencia conculca el art culo 1558 delé í  

C digo Civil al condenarla al pago de indemnizaciones por los perjuiciosó  

reclamados por la  actora relativos al  traslado y emplazamiento de sus 

nuevas  instalaciones  en  Quilapil n,  postulando  como  sustento  de  suú  

pretensi n anulatoria que fue la contratista que por su cuenta y riesgoó  

decidi  realizar esas inversiones sin contar con la autorizaci n de Anglo.ó ó  

Se trata, en su opini n, de una cuesti n que escapa de lo previsto por losó ó  

contratantes y que a lo m s constituir a un da o imprevisible. Con todo,á í ñ  

como los jueces aplican en su contra la presunci n de culpa del art culoó í  

1547 del C digo Civil, como contrapartida tambi n deb an respetar laó é í  

limitaci n del art culo 1558 del mismo cuerpo legal que circunscribe losó í  

da os  indemnizables  a aquellos  previstos  al  tiempo de celebraci n  delñ ó  

contrato.

Por ltimo, aduce la violaci n del inciso segundo del  art culo 669 delú ó í  

C digo Civil. Explica que si bien la sentencia tiene por acreditado que lasó  

construcciones  que  realiz  Tranex  fueron  emplazadas  en  terrenos  deó  

propiedad de un tercero, olvida que es de cargo del propietario y no de 

Anglo  proceder  las  indemnizaciones  reclamadas  pues  aqu l  estaba  ené  

perfecto conocimiento de la ejecuci n de las obras.ó

Del recurso de casaci n  en el  fondo interpuesto por la  parteó  

demandante: 

DUOD CIMO:  É Que  Tranex  asevera  que  en  aquella  parte  que 

rechaza el lucro cesante demandado y el da o emergente vinculado a lañ  

construcci n  de  un  camino interior,  la  sentencia  infringe  los  art culosó í  
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1700 y 1702 del C digo Civil, en relaci n a los art culos 69 y 346 N  3ó ó í °  

del  C digo  de  Procedimiento  Civil,  toda  vez  que  no  toma  enó  

consideraci n  la  existencia de m ltiples  elementos  de prueba que conó ú  

precisi n y certeza permiten asentar la procedencia de tales secciones deló  

reclamo resarcitorio.

Respecto  al  lucro  cesante,  refiere  que  el  fallo  ha  establecido  la 

concurrencia de todos los requisitos de la responsabilidad contractual que 

se reclama de Anglo, determinando los sentenciadores que dicha parte 

incumpli  el contrato de la especie porque no procedi  al pago de losó ó  

sobrecostos derivados de la falta de implementaci n del sistema bimodal yó  

puso t rmino a la convenci n de manera ileg tima y contraria a derecho,é ó í  

quebrantando  en  ambos  casos  el  principio  de  ejecuci n  de  buena  feó  

previsto en el art culo 1546 del C digo Civil. El fallo tambi n estableceí ó é  

que en dichos incumplimientos existi  culpa de la infractora y que ellaó  

incurri  en mora, dando por acreditados los perjuicios que se derivan deó  

tales incumplimientos.

El raciocinio, sin embargo, es abandonado por los jueces cuando analizan 

la procedencia del lucro cesante, rubro indemnizatorio que desestiman 

porque su parte no habr a acreditado su monto, estimando insuficiente laí  

planilla  que  acompa  quien  recurre  con el  detalle  de los  ingresos  yñó  

pagos mensuales que percibi  con ocasi n del contrato. ó ó

Empero, no consideran los dem s elementos probatorios inobjetados queá  

se refieren a ese rubro -facturas, estados de pago, copias de cheques y de 

cartolas  bancarias-  que  confirman  las  informaciones  contenidas  en  la 

referida  planilla.  De  similar  manera,  tampoco  analizan  las  dem sá  

probanzas que dan cuenta de los costos y gastos asociados al contrato y, 

entre ellos, las Bases de Licitaci n del Contrato y la Oferta T cnica yó é  

Econ mica formulada por su parte, as  como numerosa correspondenciaó í  

intercambiada entre los contratantes, antecedentes todos que explicitan el 

porcentaje  de  utilidad  y  que  corresponde  a  la  contingencia  cierta  de 

ganancia que esperaba obtener por la ejecuci n de los servicios en los 29ó  

meses restantes de vigencia del contrato.
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Los mencionados elementos demuestran, en conjunto, la cuant a del lucroí  

cesante demandado y con ellos los jueces no habr an tenido dificultadí  

para alcanzar el est ndar de certeza del lucro cesante, en la medida queá  

bastaba multiplicar el monto promedio mensual facturado por el 6% de 

utilidad esperada y luego multiplicar ese resultado por los 29 meses que 

restaban del contrato.

Recalcando  que  el  error  de  derecho  cometido  no  consiste  en  haber 

negado valor a esos medios probatorios materia en la cual los jueces son–  

soberanos- sino en haber ignorado su existencia, aduce la infracci n deó  

los art culos 1700 y 1702 del C digo Civil en relaci n a los art culos 69 yí ó ó í  

346 N  3 del C digo de Procedimiento Civil, puesto que desconocen el° ó  

valor probatorio que la ley determina para los instrumentos no objetados 

y reconocidos por la parte contra quien se hacen valer.

Como consecuencia de la referida inadvertencia, expresa que la sentencia 

tambi n conculca los art culos 1489 inciso segundo y 1556 inciso primero,é í  

ambos del C digo Civil, en relaci n al 173 inciso primero del C digo deó ó ó  

Procedimiento Civil,  porque no indemniza todos los perjuicios sufridos 

producto de la terminaci n anticipada del contrato, obviando el principioó  

de  reparaci n  integral  del  da o  a  que  se  refieren  esas  disposicionesó ñ  

legales.

Seguidamente atribuye a los jueces la trasgresi n de los art culos 1545,ó í  

1563 inciso primero y 1564 inciso primero, todos del C digo Civil, yaó  

que la Oferta Econ mica cuya valoraci n fue preterida no constituye unó ó  

medio probatorio cualquiera sino que es parte fundamental del contrato 

materia  del  juicio  y  que  debi  ser  considerado  al  interpretar  laó  

convenci n.ó

En  un  siguiente  cap tulo  alega  que  al  rechazar  la  sentencia  elí  

resarcimiento de los da os derivados de la construcci n de un caminoñ ó  

interior tambi n se infringen los art culos los art culos 1700 y 1702 delé í í  

C digo Civil, en relaci n a los art culos 69 y 346 N  3 del C digo deó ó í ° ó  

Procedimiento Civil, 1489 inciso segundo y 1556 inciso primero, ambos 
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del  C digo  Civil,  en  relaci n  estos  ltimos  al  173 inciso  primero  deló ó ú  

C digo de Procedimiento Civil.ó

Esta pretensi n es desestimada en el fallo porque la prueba de la causaó  

no permitir a determinar la suma cierta y determinada del resarcimiento,í  

esto es, el monto de aquella parte de las tarifas que su parte esperaba 

recibir en el futuro que pudiera compensar los costos en que incurri  enó  

la construcci n de la obra, ya que sobre ello solo constar a una planillaó í  

Excel que contiene la lista de esos gastos que no fueron acreditados por 

ninguno  de  los  medios  de  prueba  establecidos  en  la  ley.  En  tales 

circunstancias, declaran los juzgadores que el monto pretendido resulta de 

la sola avaluaci n unilateral de los perjuicios alegados.ó

Sin embargo y al igual que en el  caso del  rechazo del lucro cesante, 

afirma quien recurre que el error de derecho no se produce por haberse 

negado valor probatorio a las pruebas aportadas sino porque se ignoran 

los antecedentes inobjetados que ense an que el  camino se ejecut  enñ ó  

terrenos de propiedad de la demandada,  su inter s  en esa obra y losé  

costos que demand  su construcci n.ó ó

Luego,  siendo  un  hecho  establecido  que  el  camino  interior  entr  enó  

funciones al s ptimo mes desde el inicio del contrato y que Tranex loé  

construy  en  el  entendido  que  recuperar a  la  inversi n  durante  laó í ó  

vigencia  del  contrato  originalmente  acordada,  correspond a  que  se  leí  

indemnizara por los 29 meses siguientes a la fecha en que la demandada 

lo dio por terminado unilateralmente.

Del mismo modo, la cantidad demandada se obten a realizando simplesí  

operaciones  aritm ticas  que  consideran  los  montos  invertidos  para  laé  

ejecuci n del camino y el tiempo de vigencia del contrato.ó

D CIMO  TERCEROÉ :  Que  para  emprender  el  an lisis  de  lasá  

infracciones normativas que ambas partes denuncian en sus recursos de 

nulidad es necesario considerar que la acci n de terminaci n de contratoó ó  

con  indemnizaci n  de  perjuicios  que  en  estos  antecedentes  arbitralesó  

dedujo la actora se funda, en s ntesis, en el incumplimiento contractual ení  

que incurri  Anglo respecto de las obligaciones emanadas del contrato deó  
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Servicio de Cargu o y Transporte Concentrado de Cobre N  41000691í °  

celebrado entre las partes el 21 de enero de 2013.

La convenci n fue precedida del contrato N  40400331 -que hab a sidoó ° í  

otorgado el 15 de noviembre de 2005 por un plazo de cinco a os- y porñ  

las respectivas Bases de Licitaci n.ó

Para satisfacer el traslado del material desde Las T rtolas hasta el Puertoó  

Ventanas,  las  bases  consideraban  tres  modalidades  que  los  oferentes 

deb an  elegir  para  elaborar  sus  propuestas:  transporte  v a  cami n,í í ó  

operaci n  v a ferrocarril  y  operaci n  bimodal.  Esta  ltima supon a eló í ó ú í  

traslado en una primera etapa v a cami n y luego por ferrocarril, por loí ó  

que  previamente  requer a  la  construcci n  de  una  estaci n  deí ó ó  

transferencia.

En el  a o  2011 la  actora  ofert  el  transporte  en la  alternativa  s loñ ó “ ó  

cami n , a 3 y 5 a os y otro oferente -Ferrocarriles  del Pac fico S.A.ó ” ñ í  

(Fepasa)- licit  en la modalidad v a ferrocarril. A sugerencia de Anglo yó í  

bajo el entendido de que trabajar an coordinadamente ambos oferentes,í  

Tranex  elabor  una  segunda  propuesta  optando  por  la  alternativaó  

bimodal,  comprometi ndose  su parte  al  transporte  durante  cinco a osé ñ  

desde el Fundo las T rtolas hasta la estaci n de transferencia en Polpaico,ó ó  

lugar  desde el  cual  Fepasa  har a  el  transporte  v a  ferrocarril  hasta  elí í  

Puerto Ventanas.

Mientras se implementaba el ferrocarril, las partes prorrogaron la vigencia 

del primer contrato N  40400331 y Tranex asumi  el costo de construir° ó  

un camino interior en el Fundo Las T rtolas que permit a el transporteó í  

de camiones de gran tonelaje y acortaba la distancia hacia la estaci n deó  

transferencia,  en  el  supuesto  de  que  esos  costos  ser an   recuperadosí  

mediante la ejecuci n del contrato durante cinco a os, mismo lapso queó ñ  

consider  para realizar diferentes inversiones que permitieran satisfacer eló  

servicio encomendado.

Sin embargo, la operaci n bimodal nunca se realiz  ya que Fepasa noó ó  

construy  la  estaci n  de transferencia y el  servicio  debi  ser  prestadoó ó ó  

nicamente  v a  cami n .  Desde  enero  a  agosto  de  2013  las  partesú “ í ó ”  
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mantuvieron negociaciones para modificar el contrato y adem s se acordá ó 

que Anglo se har a cargo de los  sobrecostos  generados  entre  el  1  deí  

septiembre de 2011 al 20 de enero de 2015, pese a que el 30 de agosto 

de  2013  Anglo  hab a  enviado una  carta  a  Tranex  poniendo t rminoí é  

unilateral  a otro contrato sobre Movimiento de Tierra  que estaba en 

desarrollo, afirmando despu s en el proceso tramitado en el Rol CAMé  

2182-2014 que con ocasi n de la ejecuci n de ese contrato hab a sidoó ó í  

defraudada por Tranex.

Las  conversaciones  para  modificar  el  contrato  autos  de  Cargu o  yí  

Transporte de Concentrado se mantuvieron hasta el mes de septiembre 

de 2014, pero el 30 de ese mes y a o Anglo le comunic  su terminaci nñ ó ó  

anticipada, invocando para ello lo previsto en la cl usula 3.2.á

As , la demandante acus  que Anglo incumpli  el contrato por falta deí ó ó  

pago  de  determinados  servicios  de  cargu o  y  transporte  que  fueroní  

efectivamente realizados, porque no pag  los sobrecostos en que incurrió ó 

en  la  ejecuci n  de  los  servicios  afirmando  que sobre  ello  existi  unó – ó  

acuerdo  incumplido  por  la  demandada  y,  en  subsidio,  por  el 

incumplimiento  consistente  en  la  falta  de  implementaci n  del  sistemaó  

bimodal y el programa de transportes- y porque le dio t rmino en formaé  

contraria a derecho, lo que sucedi , entre otras razones, porque para elloó  

acudi  a una cl usula  que si  bien no exig a  causa alguna igualmenteó á í  

deb a  obedecer  a  una causa  leg tima  que  en  la  especie  no concurre.í í  

Asever  que  esa  decisi n  tambi n  fue  contraria  a  las  expectativasó ó é  

generadas por la demandada en orden a que el contrato se mantendr aí  

vigente  durante  el  lapso  de  cinco  a os  originalmente  convenido,ñ  

especulando la actora que la terminaci n anticipada podr a obedecer a laó í  

necesidad de ocultar ante los accionistas de Anglo las graves negligencias 

y  deficiencias  administrativas  y  de  gesti n  o  al  hecho  de  haberseó  

detectado  supuestas  irregularidades  e  incumplimientos  en  un  contrato 

distinto de Movimiento de Tierra- por lo que se hac a necesario invocar– í  

la  cl usula  18 del  contrato  a  fin  de  resolver  esa  controversia  ante  laá  

justicia arbitral y no la prevista en la cl usula 3.2, que, como se dijo,á  
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tampoco  la  exim a  de  tener  una  causa  leg tima  que  justificara  suí í  

proceder, imputando, en tal sentido, abuso y mala fe a su contraparte.

En el entendido que la decisi n de Anglo es contraria a derecho y que,ó  

en consecuencia, el contrato sigue vigente hasta su fecha de t rmino -30é  

de junio de 2017- demand  su terminaci n y a t tulo de indemnizaci nó ó í ó  

de  perjuicios  por  da o  emergente  y  lucro  cesante  el  pago  deñ  

$32.428.558.049 y sus incrementos respectivos junto con la devoluci n deó  

una boleta de garant a por 10.000 unidades de fomento y las costas delí  

proceso.

Al enfrentar esa pretensi n la demandada reconoci  haber celebrado conó ó  

su contraparte el contrato N  40400331 de cargu o y transporte de cobre° í  

en el a o 2005 cuyo objeto fue la prestaci n de ese servicio durante cincoñ ó  

a os,  contrato  que  ser a  reemplazado  por  una  nueva  convenci n.  Señ í ó  

acord  prorrogar su vigencia y en el  mes de enero de 2011 su parteó  

llam  a una licitaci n que consideraba un aumento de producci n deó ó ó  

cobre  por  la  expansi n  de  Los  Bronces.  Tambi n  coincidi  con  suó é ó  

contraparte  en  lo  relativo  a  las  modalidades  de  implementaci n  deló  

sistema de transporte, el hecho de que Tranex postul  primitivamente enó  

la alternativa de transporte rodoviario y luego licit  en la opci n bimodaló ó  

que deb a ejecutarse junto a Fepasa, que sta no implement  la estaci ní é ó ó  

de transferencia de corredores y que todo ello conllev  la pr rroga de laó ó  

vigencia  del  contrato  de  2005,  en  mutuo  beneficio  de  las  partes ,“ ”  

accediendo a modificar la estructura de tarifas all  convenida desde uní  

esquema 100% variable a otro que contemplaba un ingreso fijo para la 

contratista m s la aplicaci n de un ingreso variable. á ó

Finalmente,  el  contrato  de  Servicio  de  Cargu o  y  Transporte  deí  

Concentrado de Cobre N  41000691 fue celebrado el 21 de enero de°  

2013 y fue terminado anticipadamente por su parte el 30 de septiembre 

de 2014, ejerciendo la facultad convenida en la cl usula 3.2 de ese pacto,á  

sin  expresi n  de  causa,  cuando  consider  que  la  convenci n  ya  noó “ ó ó  

satisfac a  su inter s,  porque perdi  completamente la  confianza en uní é ó  

contratista  que,  seg n  las  investigaciones  serias  desarrolladas  por  suú  
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Gerencia  de  Control  Interno  y  Cumplimiento,  la  hab a  estadoí  

defraudando  sostenidamente  y  por  a os  (fojas  684),  conductas  queñ ”  

tuvieron lugar con ocasi n de la ejecuci n del contrato de Movimiento deó ó  

Tierra y Enlace, explicando que junto con la interposici n de accionesó  

civiles  y penales,  el  30 de septiembre de 2014 comunic  a Tranex eló  

t rmino de la relaci n contractual.é ó

Estim  haber dado t rmino al contrato conforme a derecho y seg n loó é ú  

expresamente acordado ya que lo procedente era acudir a la cl usula– á  

3.2 y no a la 18 pues no le imput  a Tranex un incumplimiento en eló  

contrato  de  Cargu o  y  Transporte  de  Concentrado  de  la  especie-í  

a adiendo  que  el  hecho  de  que  no  haya  expresado  causa  en  suñ  

comunicaci n  de  t rmino  no  significaba  que  fuera  una  decisi nó é ó  

inmotivada,  abusiva  o  adoptada  en  contravenci n  a  las  exigencias  deó  

eticidad que impone el principio de la buena fe, sino que obedeci  a unaó  

causa justificada consistente en la p rdida de confianza ocasionada por lasé  

defraudaciones  que  cometi  en  la  ejecuci n  de  otro  contrato,  paraó ó  

concluir que no es una cuesti n controvertida si debe invocarse una u“ ó  

otra cl usula para la terminaci n, quedando el conflicto limitado a si obraá ó  

de  acuerdo  con  el  Contrato,  una  parte  que  termina  una  relaci nó  

contractual porque pierde la confianza en su contraparte a causa de la 

grave infracci n de los deberes que impone la buena fe contractual enó  

que sta ltima ha incurrido y a virtud de los cuales se han interpuestoé ú  

acciones civiles y criminales .”

Para enfrentar esta imputaci n de incumplimiento contractual se asil  enó ó  

el  principio  pacta  sunt  servanda para  arg ir  que  la  terminaci nü ó  

anticipada del contrato oper  conforme a derecho pues la facultad queó  

ejerci  encuentra  origen  en  un  acuerdo  v lido  de  un  claro  tenor,ó á  

sujetando estrictamente su decisi n a los requisitos  establecidos  en esaó  

cl usula cuyo ejercicio no da derecho a indemnizaci n o compensaci ná ó ó  

de ninguna especie, sin perjuicio del pago de los servicios efectivamente 

prestados hasta la fecha de t rmino anticipado. é
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Bajo  ese  contexto  y  en  lo  que  interesa,  repudi ,  entre  otras,  laó  

indemnizaci n demandada relacionada con el camino interior, pues taló  

iniciativa obedec a al inter s y beneficio de ambas partes -ya que se pod aí é í  

obtener  tarifas  m s  competitivas  evitando  adem s  que  los  camionesá á  

transitaran  por  la  comunidad  de  Quilapil n  y  ello  para  Tranexú  

redundaba  en  posibles  econom as  que  su  uso  implicaba  desde  laí  

perspectiva del desgaste de su flota- afirmando, con todo, que como esa 

obra fue asumida ntegramente por la demandante, no pod a pretenderí í  

que fuera solventada por Anglo.

Al mismo tiempo se al  que pese a haber mantenido comunicaciones conñ ó  

Tranex con el objeto de resolver diferencias comerciales, su decisi n noó  

defraud  ninguna  expectativa  de  la  actora,  m s  todav a  si  esasó á í  

conversaciones no generaron nuevas inversiones para esa parte ni dieron 

origen a  una modificaci n  del  contrato,  considerando adem s  que lasó á  

investigaciones  que  develaron  las  irregularidades  en  la  ejecuci n  deló  

contrato de Movimiento de Tierra se mantuvieron en estricta reserva, 

siendo desconocidas por los personeros que mantuvieron comunicaciones 

con  la  contratista  hasta  el  mes  de  septiembre  de  2014,  habida 

consideraci n a que su parte tambi n advirti  la existencia de redes queó é ó  

involucraban a su personal y la filtraci n de informaci n a la actora, aló ó  

punto que sta conoc a ciertos antecedentes de empresas contratistas queé í  

compitieron en la misma licitaci n.ó

Entonces, bajo el convencimiento de no haber incumplido el contrato de 

la especie asever  que fue la actora quien infringi  sus obligaciones yaó ó  

que  dej  de servir  una parte  importante  de  los  servicios  luego  de  laó  

comunicaci n de t rmino, que de acuerdo al contrato operaba 120 d asó é í  

despu s del preaviso.é

Sobre  las  dem s  imputaciones  que  le  formula  la  contraria  asegurá ó 

encontrarse facultada para retener los montos que forman parte de los 

estados de pago hasta que la contratista acredite el cumplimiento de sus 

obligaciones  laborales,  aunque  reconoci  que  podr a  adeudar  algunasó í  

prestaciones cuya cuant a, sin embargo, no est  determinada. Tocante aí á  
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los sobrecostos, afirm  que en esta materia no se lleg  a un acuerdo yó ó  

que ellos se relacionan m s bien con hechos que dependen de un tercero,á  

es decir, de Fepasa y la administraci n del Puerto Ventanas, o de unó  

acaso, como es el riesgo operacional o la demora propia en la ejecuci nó  

de un contrato de esta complejidad, situaciones en las que no es posible 

atribuirle dolo o culpa grave. Con todo, expres  que estuvo dispuesta aó  

reconocer  algunos  sobrecostos  en  las  negociaciones  seguidas  con  la 

contratista y mantener todav a esa disposici n, en la medida que no est ní ó é  

ya contemplados en el contrato o que no hubiesen sido compensados por 

otras  v as  diversas,  detallando  a  continuaci n  aquellos  que  s  podr aní ó í í  

cumplir con los requisitos que, en su concepto, hacen procedente su pago, 

siempre  que  resulten  fehacientemente  acreditados  durante  el  juicio. 

Inmediatamente, dedujo una excepci n de compensaci n respecto a talesó ó  

cr ditos fundada en las sumas que asever  haber pagado a Tranex poré ó  

errores en la aplicaci n de precios y f rmulas de reajustes.ó ó

De  este  modo,  controvirti  haber  incurrido  en  los  incumplimientosó  

contractuales que le fueron atribuidos y, sin perjuicio de ello, arguy  queó  

resultaba  imposible  ejecutar  forzadamente  las  obligaciones  reclamadas 

porque el contrato ya hab a expirado, invocando en subsidio el art culoí í  

1552  del  C digo  Civil  por  los  incumplimientos  en  que  incurri  suó ó  

contraparte durante los 120 d as siguientes a la notificaci n del preavisoí ó  

de terminaci n del contrato cuestionando.ó

D CIMO  CUARTO:É  Que  en  lo  que  interesa  a  las  materias  y 

cuestionamientos  desarrollados  en  los  recursos  de  casaci n  reci nó é  

enunciados, la sentencia deja asentados los siguientes hechos de la causa, 

ya sea por no haber sido controvertidos o porque as  se desprende delí  

m rito de las probanzas:     é

1.- En fecha 21 de enero de 2013 las partes celebraron un contrato en 

virtud del  cual  la  demandada encomend  a la  actora  los  servicios  deó  

Cargu o  y  Transporte  de  cobre  por  el  lapso  de  cinco  a os  bajo  losí ñ  

t rminos  y  modalidades  contenidos  en  esa  convenci n,  acordando  lasé ó  

partes su vigencia retroactiva a contar del 1 de julio de 2012. 
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2.- El contrato fue licitado y adjudicado por Anglo a Tranex para ser 

ejecutado bajo un sistema bimodal,  esto es,  mediante el  transporte en 

cami n desde la Planta Las T rtolas hasta la estaci n de transferenciaó ó ó  

que  se  levantar a  en  Polpaico,  lugar  desde  el  cual  el  material  ser aí í  

trasladado a un ferrocarril  proporcionado por Fepasa  (Ferrocariles  del 

Pac fico S.A.), quien lo transportar a hasta el Puerto Ventanas. í í

3.-  El  transporte  ferroviario  nunca se  puso  en  pr ctica  porque no seá  

construy  la  estaci n  de  transferencia  en  Polpaicoó ó  por  hecho  no 

imputable  a  Tranex,  pues  la  opci n  bimodal  que  era  especialmenteó  

beneficiosa para Anglo constitu a tambi n una obligaci n contractual suyaí é ó  

que no cumpli , sin que resultara comprobado que la demandada hubieseó  

desplegado la debida diligencia y cuidado para evitar las consecuencias 

perjudiciales  que  ese  incumplimiento  caus  a  su  contratante,  aunqueó  

tampoco se comprob  que obrara dolosamente o con culpa grave con laó  

finalidad de impedir o dificultar la implementaci n del sistema bimodaló  

caus ndole perjuicios a Tranex.   á

4.-  Aun  cuando  el  contrato  se  licit  y  adjudic  bajo  la  alternativaó ó  

bimodal,  fue ejecutado en su totalidad  mediante  transporte  rodoviario 

proporcionado por Tranex, quien consinti  en transportar los materialesó  

hasta el Puerto Ventanas en el entendimiento de que los mayores costos 

derivados de la extensi n de la ruta ser a pagados por Anglo y que sta seó í é  

encontraba en cabal conocimiento de ello. 

5.- Las partes celebraron diversas reuniones para discutir el monto de 

esos sobrecostos, reclamando reiteradamente la actora el pago del monto 

que en cada ocasi n pretend a sin que Anglo manifestara aceptaci n oó í ó  

rechazo  a  esos  requerimientos  sino  hasta  el  mes  de  agosto  de  2014 

cuando  un  funcionario  suyo  Juan  Alberto  Ru z-  manifiesta  que  la– í  

empresa se har  cargo nicamente de los sobrecostos generados a partirá ú  

del mes de enero del mismo a o.  ñ

6.- La demandada reconoci  la existencia de perjuicios relacionados conó  

dichos sobrecostos por viajes realizados v a Los Andes por haber estadoí  

interrumpida  la  Ruta  5,  por  la  adquisici n  de  semirremolques  portaó  

XDKVKQWRCX



contenedores  que  se  deb an  utilizar  en  la  operaci n  bimodal,  por  elí ó  

aumento de la flota en diez camiones y por el arriendo de un generador 

control en Quilapil n.ú

7.-  Los  perjuicios  derivados  de  los  sobrecostos  por  los  viajes  v a  Losí  

Andes superan los $152.647.926 monto demandado por este concepto-;–  

los  relativos  a  la  adquisici n  de  semirremolques  a  $374.159.441;  losó  

vinculados al  aumento de flota en diez camiones a $336.697.287 y el 

sobrecosto por arriendo del generador control fue de $36.584.018.

8.- El 30 de septiembre de 2014 Anglo comunic  a Tranex su decisi n deó ó  

terminar  anticipadamente  el  contrato  de  autos  ejerciendo  la  facultad 

prevista en la cl usula 3.2. de esa convenci n. Antes lo hab a hecho, el 31á ó í  

(debi  decir  30)  de  agosto  de  2013,  en  relaci n  al  contrato  deó ó  

Movimiento  de  Tierra  que  tambi n  vinculaba  a  las  partes,é  

reemplaz ndolo por un contrato de Enlace que termin  por la llegada delá ó  

plazo convenido.

9.- Por la terminaci n anticipada del contrato de autos la demandanteó  

debi  finiquitar la relaci n laboral que ten a con sus 197 trabajadores,ó ó í  

sufriendo un da o patrimonial ascendente a $ 628.461.549.ñ

10.- Tranex construy  a su costa un camino interior en el Fundo Lasó  

T rtolas  de propiedad de Anglo  que cedi  en beneficio  de  sta  puesó ó é  

permiti  evitar externalidades negativas que hist ricamente ocasionaba eló ó  

tr nsito de camiones por Quilapil n. El costo de construcci n constituyá ú ó ó 

un da o patrimonial de la actora porque no pudo resarcirlo mediante elñ  

cobro de las  tarifas  establecidas  en el  plazo de cinco a os,  aunque elñ  

monto de ese perjuicio no fue acreditado; 

11.- Con el objeto de evitar la suspensi n del servicio de transporte queó  

de  acuerdo  a  las  bases  de  licitaci n  Tranex  deb a  realizaró í  

ininterrumpidamente, dicha parte cambi  a su costo sus instalaciones enó  

que operaba, desde la localidad de Huertos Familiares hacia a un terreno 

de un tercero Inversiones Granite Limitada- en Quilapil n, traslado que– ú  

concluy  en el mes de agosto de 2014, sufriendo un perjuicio consistenteó  
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en  la  adquisici n  de  materiales  y  elementos  necesarios  para  talesó  

instalaciones por la suma de $75.071.256.

12.- Con motivo de la terminaci n anticipada del contrato Tranex se vioó  

privada del derecho de cobrar las tarifas estipuladas en el contrato hasta 

el vencimiento del plazo de cinco a os pactado, pero no comprob  elñ ó  

monto de tales perjuicios. 

13.- Aunque a la fecha de presentaci n de su demanda Tranex manten aó í  

obligaciones  laborales  y  previsionales  pendientes  de  cumplimiento, 

situaci n que autorizaba a Anglo a efectuar las retenciones de los estadosó  

de pago que realiz , a la fecha de dictaci n de la sentencia de primeró ó  

grado ya no exist an.í

14.- Anglo no comprob  la existencia del cr dito por $273.749.064 enó é  

contra de Tranex con el que pretendi  compensar parte de las sumas queó  

se le reclamaron. 

D CIMO  QUINTO:É  Que es bien sabido que los hechos fijados en 

una sentencia corresponden al resultado de la ponderaci n judicial de laó  

prueba  rendida  en  el  juicio  y  esta  actividad  de  an lisis,  examen  yá  

valoraci n del material probatorio se encuentra dentro de las facultadesó  

privativas de los sentenciadores, constituyendo una apreciaci n racionaló  

de  los  jueces  del  fondo que  no est  sujeta  al  control  del  recurso  deá  

casaci n en el fondo, salvo que se haya denunciado de modo eficiente laó  

vulneraci n  de  las  leyes  reguladoras  de  la  prueba  que han  permitidoó  

establecer los presupuestos f cticos del fallo. á

Sobre  tales  normas  se  ha  dicho  reiteradamente  que  se  entienden 

vulneradas,  fundamentalmente,  cuando  los  sentenciadores  invierten  el 

onus probandi, rechazan las pruebas que la ley admite, aceptan las que la 

ley rechaza, desconocen el valor probatorio de las que se produjeron en 

el  proceso  cuando  la  ley  les  asigna  uno  determinado  de  car cterá  

obligatorio o alteran el orden de precedencia que la ley les diere. Dichas 

disposiciones constituyen normas b sicas de juzgamiento que contienená  

deberes,  limitaciones  o  prohibiciones  a  que  deben  sujetarse  los 

sentenciadores, quienes son soberanos para apreciar las pruebas dentro 
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del  marco  establecido  por  las  normas  pertinentes.  Por  ello,  no  son 

susceptibles de ser revisadas por la v a de la casaci n las decisiones de losí ó  

sentenciadores  basadas  en  disposiciones  que  entregan  libremente  la 

justipreciaci n  de los diversos elementos probatorios.ó

D CIMO  SEXTO:É  Que  sobre  esta  materia  la  parte  demandada 

afirma que el dictamen viola los art culos 342 N  3, 346 N  3 y 384 delí ° °  

C digo de Procedimiento Civil y la actora aduce el quebrantamiento deó  

los art culos 1700, 1702 del c digo sustantivo, en relaci n a los art culosí ó ó í  

69 y 346 N  3 del C digo de Enjuiciamiento Civil.° ó

Como ya se vio, lo primero acontecer a porque la sentencia no consideraí  

los elementos probatorios aportados por Anglo en segunda instancia y 

porque  confirma  la  decisi n  de  primer  grado  en  aquella  parte  queó  

excluy  valorar los instrumentos elaborados por terceros expertos que fueó  

reconocida por sus autores al comparecer al juicio en calidad de testigos, 

vi ndose  imposibilitada  de  comprobar  por  la  v a  del  art culo  384 delé í í  

c digo  adjetivo  la  existencia  de  la  deuda  que  pretendi  compensar,ó ó  

omitiendo valorar los documentos del modo que previenen los art culosí  

342 N  3 y 346 N  3 del mismo cuerpo legal.° °

A su turno, la denuncia de la demandante se circunscribe a aquel ac piteá  

de la decisi n que desestima la demanda indemnizatoria en relaci n a losó ó  

perjuicios que le irrog  la construcci n del camino interior y por el lucroó ó  

cesante sufrido, da os ambos que si bien se dan por acreditados en elñ  

fallo  son  desestimados  por  no  haberse  comprobado  su  cuant a,í  

recriminando  la  actora  que  los  jueces  ignoran  la  existencia  de 

determinados  antecedentes  que  confirman los  c lculos  e  informacionesá  

que  se  resumen en las  planillas  que  dan  cuenta  de  tales  afectaciones 

patrimoniales.

D CIMO  S PTIMO:É É  Que,  como  se  observa,  ambas  denuncias 

coinciden en censurar  una falta  de consideraci n de ciertos elementosó  

probatorios cuya ponderaci n permitir a comprobar la pertinencia de susó í  

particulares alegaciones. 
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Sucede, sin embargo, que esa inadvertencia o la omisi n de valorar unó  

determinado  medio  probatorio  podr a  constituir  un  defecto  de  ordení  

formal susceptible de ser reclamado mediante un recurso de casaci n enó  

la forma y no por los arbitrios que se analizan. 

Por ende,  si  la  actora no condujo su reclamaci n  por la v a procesaló í  

id nea resulta incuestionable que su pretensi n no puede prosperar, puesó ó  

el  fallo  no ha establecido el  monto de los  perjuicios ni las  bases  que 

deban servir para su liquidaci n al ejecutarse la sentencia, lo que haceó  

imposible  estimar  conculcado  el  inciso  primero  del  art culo  173  delí  

c digo adjetivo como tambi n se plantea en el recurso.ó é

La necesidad de fijar un presupuesto f ctico acorde con el postulado deá  

casaci n se aprecia en lo expresamente preceptuado por el art culo 785ó í  

del C digo de Procedimiento Civil, al disponer que Cuando la Corteó “  

Suprema invalide una sentencia por casaci n en el fondo, dictar  actoó á  

continuo y sin nueva vista, pero separadamente, sobre la cuesti n materiaó  

del  juicio  que  haya  sido  objeto  del  recurso,  la  sentencia  que  crea 

conforme a la ley y al m rito de los hechos tales como se han dado poré  

establecidos  en  el  fallo  recurrido,  reproduciendo  los  fundamentos  de 

derecho de  la  resoluci n  casada que no se  refieran  a  los  puntos  queó  

hayan sido materia del recurso y la parte del fallo no afectada por ste.  é ”

Siendo  as ,  es  innegable  que  para  poder  acceder  a  la  demanda  deí  

indemnizaci n  de  perjuicios  en  los  rubros  que  vienen  desestimadosó  

tendr an  que  ser  revisados  los  hechos  determinados  en  elí  

pronunciamiento  impugnado  y  demostrar,  en  su  caso,  aquellos 

imprescindibles de fijar para el xito de las aspiraciones de la actora. Yé  

como en la especie esa revisi n no es posible, el fallo de reemplazo queó  

en este punto habr a de dictarse indefectiblemente debe respetar el m ritoí é  

de  los  hechos  tales  como  se  han  dado  por  establecidos  en  el  fallo“  

recurrido .”

De similar manera, el arbitrio anulatorio que propone la demandada se 

circunscribe a la falta de consideraci n de algunos elementos probatoriosó  

que produjo en ambas instancias del juicio.
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Sobre los instrumentos que aport  en segunda instancia,  la recurrenteó  

tambi n  condujo  su  reproche  mediante  su  recurso  de  casaci n  en  laé ó  

forma que fue desestimado por las razones expresadas en el fundamento 

noveno de este fallo y que ahora tambi n resultan aplicables, puesto queé  

lo que resulta relevante para los jueces al momento de dirimir el conflicto 

que subyace en la decisi n de terminar anticipadamente el contrato noó  

est  referido a un aspecto subjetivo vinculado a la impresi n o entidad deá ó  

la afectaci n que pudo sufrir al creerse defraudada por la actora en laó  

ejecuci n de un contrato distinto al de autos sino a la efectividad de queó  

esas conductas en realidad se produjeron y que las irregularidades que 

adujo haber constatado fueran debidamente comprobadas. Y como no 

pudo  establecerse  que  Tranex  hubiese  incumplido  el  contrato  de 

Movimiento de Tierra mediante actos defraudatorios ni que sus agentes 

hubiesen  sido  condenados  en  sede  penal  por  tales  conductas,  las 

informaciones  que  proporcionan  los  documentos  preteridos  por  los 

sentenciadores  nada aportan ni  permiten modificar  sustancialmente los 

hechos  fijados  en el  proceso.  Ergo,  no inciden en manera  en que se 

resolvi  la contienda.ó

En lo dem s, los argumentos que se esgrimen se encuentran dirigidos alá  

fallo de segunda instancia que confirm  la sentencia de primer grado, laó  

cual, en consecuencia, adolecer a de los mismos vicios formales invocadosí  

en esta ocasi n pero que no fue objeto de un arbitrio de nulidad, sin queó  

la recurrente pueda aspirar a subsanar esa omisi n en esta oportunidadó  

mediante un recurso que ya se dijo- resulta ineficaz para tal finalidad.–

Cabe a adir, aun a mayor abundamiento, que el art culo 384 del C digoñ í ó  

de  Procedimiento  Civil  no  presenta  el  car cter  de  reguladora  de  laá  

prueba sino que forma parte de un marco normativo desde el cual los 

jueces del fondo pueden ejercer una facultad privativa de comparaci n deó  

la prueba rendida, correspondiendo tal actuaci n a un proceso racionaló  

del tribunal que no se sujeta al  control del  recurso de casaci n en eló  

fondo. 
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As  lo  ha  declarado  invariablemente  este  tribunal  mediante  unaí  

interpretaci n que emana de la historia fidedigna del establecimiento deló  

precepto, conforme a lo consignado en la segunda parte del art culo 19í  

del C digo Civil, de modo que la apreciaci n de la prueba testimonial,ó ó  

entendida como el an lisis que efect an de ella los sentenciadores de laá ú  

instancia  para  establecer  cada  uno  de  los  elementos  que  consagra  el 

legislador para regular su fuerza probatoria,  queda entregada a dichos 

magistrados  y  no  puede  ser  revisada  por  la  v a  de  este  recurso  deí  

casaci n,  de  modo  que  la  recurrente  equivoca  el  camino si  pretendeó  

alterar los hechos fijados en el fallo sobre la base de la infracci n de taló  

precepto.

Por  otra  parte,  justifica  la  violaci n  de  la  norma  reci n  enunciadaó é  

vincul ndola con la falta de an lisis de los documentos a que se refierená á  

los testigos, postulando igualmente la infracci n de los art culos 342 N  3ó í °  

y 346 N  3 del  C digo de Procedimiento Civil.  Pero no extiende su° ó  

denuncia  al  quebrantamiento  de  los  art culos  1700,  1702  y  1706  delí  

C digo Civil  que se ocupan de determinar  el  valor  probatorio  de lasó  

piezas que dice preteridas. 

D CIMO  OCTAVO:É  Que  conforme  a  los  razonamientos  que  se 

vienen  se alando  debe  necesariamente  concluirse  la  inexistencia  deñ  

infracci n de leyes reguladoras de la prueba, de lo que se sigue que lasó  

transgresiones que las recurrentes estiman cometidas por los jueces del 

fondo persiguen desvirtuar mediante el establecimiento de nuevos hechos 

aquellos  fundamentales  asentados  por  los  jueces  en  ejercicio  de  las 

facultades  que  se  les  ha  conferido  y  en  raz n  del  m rito  de  losó é  

antecedentes, probanzas aportadas por las partes y a la interpretaci n yó  

aplicaci n de las normas atinentes al caso en estudio.ó

Siendo as , los hechos del proceso resultan inamovibles para este tribunal,í  

conforme a lo previsto en el art culo 785 del C digo de Procedimientoí ó  

Civil y los fundamentos f cticos que cada litigante esgrime para explicará  

el quebrantamiento de la normativa sustantiva no resultan aplicables. En 

tales condiciones es inconducente entrar a analizar si los sentenciadores 
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transgreden los  art culos  1489 inciso  segundo,  1545,  1556 del  C digoí ó  

Civil,  160  del  C digo  de  Comercio  y  3  de  la  Ley  N  19.983,ó °  

disposiciones  que  las  partes  aducen  infringidas  por  haberse  desechado 

ciertas  pretensiones  indemnizatorias  de  la  actora  y  la  compensaci nó  

invocada por su contraparte, ya que esos errores de derecho discurren 

sobre la base de un presupuesto f ctico que el fallo no ha fijado y queá  

esta Corte tampoco puede establecer.

D CIMO  NOVENOÉ :  Que  abordando  ahora  los  incumplimientos 

contractuales de Anglo que la sentencia ha declarado y primeramente el 

referido a la vigencia y terminaci n anticipada del contrato, es del todoó  

atinente  se alar  que  en  esas  materias  la  convenci n  distingui  tresñ ó ó  

situaciones en sus cl usulas 3, 18 y 19.á

La cl usula tercera define en su punto N  1 la vigencia del pacto (a partirá °  

del 1 de julio de 2012 hasta el 30 de junio de 2017) a menos que sea“  

terminado con anterioridad conforme a las reglas contractuales y legales 

que lo rigen , para establecer en su punto N  2 que La compa a o el” ° “ ñí  

contratista podr  dar por terminado este contrato en cualquier momentoá  

y  sin  necesidad  de  invocar  causa  alguna,  bastando  para  ello  que  lo 

comunique por escrito a la otra parte a lo menos con ciento veinte (120) 

d as  corridos  de  anticipaci n.  El  ejercicio  de  esta  facultad  no  darí ó á 

derecho a  ninguna de las  partes  a  indemnizaci n  o compensaci n  deó ó  

ninguna  especie.  Lo  anterior,  es  sin  perjuicio  del  pago  de  los 

servicios/trabajos  efectivamente  prestados/ejecutados  hasta  la  fecha  de 

t rmino anticipado .é ”

La cl usula 18 trata sobre la expiraci n del contrato por incumplimientoá ó  

disponiendo que el contratante afectado por esa infracci n cometida poró  

su contraparte podr , conforme a las reglas generales de derecho, poner“ á  

t rmino anticipado al contrato en cualquier momento con expresi n deé ó  

causa y con un aviso entregado a la otra parte ,  para luego  detallar”  

ciertos  casos  en que la  Compa a (Anglo)  podr a ejercer  esa facultad,ñí í  

estableciendo determinadas causales constitutivas de incumplimiento del 

contratista (Tranex).
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Finalmente, la cl usula 19 se ocupa de la terminaci n anticipada parcialá ó  

de  servicios  que  se  reserva  la  Compa a  sin  indicaci n  de  causa ,ñí “ ó ”  

detallando los  efectos  del  ejercicio  de esa atribuci n,  en  cuyo caso laó  

Compa a no tiene obligaci n de compensar al contratista.ñí ó

VIG SIMO:É  Que es un hecho de la causa que el contrato en cuesti nó  

fue suscrito por las partes el 21 de enero de 2013 con vigencia retroactiva 

desde el 1 de julio de 2012 por un plazo de cinco a os y que el d a 30 deñ í  

septiembre  de  2013  Anglo  ejerci  la  facultad  de  ponerle  t rminoó é  

anticipado  invocando  la  facultad  prevista  en  la  cl usula  3.2.  de  laá  

convenci n. ó

Y  tambi n  consta  en  el  proceso  que  no  obstante  que  la  referidaé  

estipulaci n  contractual  no  exig a  indicar  la  causa  del  ejercicio  de  laó í  

atribuci n, en su contestaci n Anglo manifest  que el hecho que nuestraó ó ó “  

representada no haya expresado causa en su comunicaci n de t rmino,ó é  

no  significa  que  sta  fuera  una  decisi n  inmotivada,  o  adoptada  deé ó  

manera  abusiva  o  en  contravenci n  a  las  exigencias  de  ó eticidad que 

impone  el  principio  de  la  buena  fe ,  informando  que  ejerci  tal” ó  

atribuci n  como  consecuencia  de  la  p rdida  de  confianza  de  laó “ é  

Contratista ,  en  raz n  de  las  conductas  que  sta  desarroll  en  la” ó é ó  

ejecuci n de los contratos de Movimiento de Tierras y de Enlace.ó

VIG SIMO  PRIMERO:É  Que los sentenciadores han declarado que 

Anglo incumpli  el contrato de la especie al instar por su terminaci nó ó  

unilateral  anticipada  sobre  la  base  de  tres  l neas  argumentativasí  

vinculadas a la interpretaci n y extensi n de los deberes que impone eló ó  

art culo 1546 del C digo Civil, la naturaleza de contrato y del derechoí ó  

conferido en la cl usula 3.2 y la necesidad de acreditar las razones que seá  

invocan  para  justificar  el  ejercicio  de  la  facultad  prevista  en  dicha 

disposici n, razonamientos que en opini n de la recurrente infringen loó ó  

previsto en los art culos 1545 y 1546 del C digo Civil, en relaci n a losí ó ó  

art culos 1560 y 1562 del mismo c digo y la cl usula 3.2 del contrato.í ó á

El fallo  expresa,  en primer t rmino,  que el  ordenamiento jur dico  noé í  

proh be la estipulaci n de una cl usula por medio de la cual las partes seí ó á  
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reservan el derecho de poner t rmino unilateralmente al contrato en elé  

momento  que  estimen  oportuno,  aunque  la  convenci n  contenga  unó  

plazo  extintivo  que  se  encuentre  en  estado  pendiente  y  que  ello,  de 

hecho,  est  impl citamente  permitido por el  art culo  1545 del  C digoá í í ó  

Civil  que  reconoce  como  causal  de  extinci n  la  voluntad  de  losó  

contratantes.

Se trata, en consecuencia, de una cl usula v lidamente pactada.á á

Como  se  ve,  el  razonamiento  no  desconoce  el  principio  de  libertad 

contractual y los efectos que corresponde reconocer a lo que las partes 

libremente puedan pactar y, en consecuencia, nada en l permite colegiré  

la  transgresi n  del  art culo  1545 del  C digo Civil  ni  de aquellas  queó í ó  

regulan la manera de interpretar el contrato, del modo que plantea la 

recurrente.  

VIG SIMO SEGUNDOÉ : Que, luego, los jueces se ocupan de definir 

la legitimidad de lo estipulado en raz n de la naturaleza jur dica de laó í  

cl usula y del derecho que puede adquirirse por su intermedio. Al efecto,á  

estiman  que  resultar a  manifiestamente  antijur dico  que  la  suerte  oí í  

destino del contrato se sometiera al mero capricho de una parte m s queá  

a una decisi n racional y justa, ya que si bien la doctrina acepta unaó  

cl usula de esas caracter sticas, exige que la decisi n de poner t rminoá í ó é  

unilateralmente al contrato aparezca motivada por una raz n que le sirvaó  

de sustento o de apoyo,  requiri ndose, por ende, la existencia de un“ é  

motivo racional y justo .”

Sobre este punto el recurso reprueba que los jueces no analicen cual fue 

la voluntad de las partes al incluir la cl usula en cuesti n y que carezcaá ó  

de un desarrollo acerca de la jurisprudencia relativa a las cl usulas deá  

terminaci n anticipada,  cuestionando que los  juzgadores  invoquen unaó  

doctrina sin especificar  que exigir a  primero que el  ejercicio de dichaí  

cl usula se funde en una raz n que le sirva de sustento o apoyo y que,á ó  

m s a n, imponga que el  actuar sea razonable en el  sentido de noá ú – “  

arbitrario - y que se funde en una causa real, porque as  lo exigir a la” í í  

buena fe.
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Abordando  ese  cuestionamiento,  advierte  esta  Corte  que  la  sentencia 

explica suficientemente las razones que ameritan justificar los motivos que 

conducen  a  un  contratante  a  terminar  unilateralmente  un  contrato, 

aunque  se  haya  convenido  que  la  comunicaci n  de  esa  decisi n  noó ó  

requiera expresar su causa y en ese ejercicio los jueces no transgreden la 

normativa que define la manera de interpretar los contratos, proceso que 

no solo  debe atender a sus  t rminos sino adem s  al  sentido impl citoé á í  

conforme  a  la  naturaleza  de  la  relaci n,  puesto  que  as  lo  exige  eló í  

principio de buena fe. 

Si  bien  una terminaci n  unilateral  anticipada  como la  de autos  debeó  

considerarse como una forma de extinci n de los contratos, para evaluaró  

su  procedencia  es  necesario  acudir  a  las  reglas  sobre  responsabilidad 

contractual  si  la  parte  que se dice perjudicada con esa determinaci nó  

alega  haber  sufrido  perjuicios  por  el  ejercicio  inadecuado  de  tal 

atribuci n. Por ende, no parece posible abstraerse sin m s de la ulterioró á  

responsabilidad que podr a conllevar esa unilateral decisi n por la solaí ó  

circunstancia de haberse convenido en el contrato, ya que un t rminoé  

intempestivo, abrupto o abusivo bien podr a importar una infracci n deí ó  

la obligaci n de ejecutar el contrato de buena fe, considerando, comoó  

acontece en la especie,  que el  prestador del  servicio pudo incurrir  en 

gastos en su actividad y/o sufrir perjuicios derivados de la resistencia de 

su contraparte en la continuaci n del v nculo que los ligaba, todo lo cualó í  

hace razonable reconocer el derecho a la indemnizaci n de todo el da oó ñ  

que se sufra como consecuencia del t rmino de los servicios.é

VIG SIMO  TERCERO:É  Que, en consonancia con lo expuesto, la 

jurisprudencia ha reconocido que, por ejemplo, en el arrendamiento de 

servicios inmateriales si bien cualquiera de las partes puede poner fin a 

stos cuando quiera, tal facultad se entiende conferida sin perjuicio de lasé  

indemnizaciones  que  se  deban  a  la  otra  parte,  conforme a  las  reglas 

generales de los contratos bilaterales en caso de haberse estipulado un 

plazo para la duraci n del servicio, puesto que dicha estipulaci n no haó ó  

sido prohibida por la ley. Y as  se ha dicho que la disposici n especialí “ ó  
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del art culo 2009 (del C digo Civil), si bien faculta a cualquiera de lasí ó  

partes para poner fin al servicio cuando quiera, no faculta a cada uno de 

dichas partes para violar impunemente y a su arbitrio la estipulaci n deló  

plazo. La citada disposici n no ha tenido el prop sito de prohibir que seó ó  

estipule plazo o de declarar que la estipulaci n de plazo sea ineficaz enó  

esta  clase  de  contratos;  se  ha  limitado,  teniendo  en  consideraci n  laó  

naturaleza de estos contratos, a facultar a cualquiera de las partes para 

hacerlos cesar cuando quiera. El ejercicio de esta facultad por una de las 

partes privar , si se quiere, a la otra del derecho de exigir la ejecuci n delá ó  

contrato por  todo el  tiempo estipulado;  pero,  desde que la  ley  no lo 

establece  de un modo expreso,  no la  puede privar  del  derecho a ser 

indemnizada  de  los  perjuicios  que  la  terminaci n  intempestiva  de  loó  

pactado  no apoyada  en  el  contrato  o  en  la  ley  pueda  irrogarle  (C.”  

Santiago, 11 septiembre 1889. G. 1889, t II N  2608, P 140. Repertorio°  

de Legislaci n  y Jurisprudencia Chilenas,  Tomo VIII.  p g.  232.,  votoó á  

especial del ministro se or Barcel  citado en la sentencia pronunciada porñ ó  

esta Corte el 12 de septiembre de 2017 en causa rol N  6.889-2017),°  

razonamientos que bien pueden aplicarse a la disputa que se promueve 

en la especie.

Por  lo  dem s,  desde  el  inicio  del  litigio  la  recurrente  ha  pretendidoá  

justificar su actuar explicitando las razones que motivaron su decisi n deó  

terminar anticipadamente el contrato, reiterando a lo largo del proceso y 

tambi n  en  su  recurso  de  casaci n  que  su  obrar  no  fue  arbitrario,é ó  

aseveraci n  que  encuentra  coincidencia  con  los  planteamientos  de  losó  

sentenciadores en orden a que la atribuci n que reconoce la cl usula deó á  

terminaci n anticipada del  contrato sin expresi n de causa igualmenteó ó  

exige que su ejercicio requiera de un motivo justificado.

En consecuencia, no se aprecia que los jueces hayan incurrido en error de 

derecho al concluir que la posibilidad de dar por terminado en forma 

anticipada  al  contrato  sin  necesidad  de  invocar  causa  mediante  la 

remisi n de una carta solo significa que el procedimiento previsto en eló  
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contrato no requiere explicitar o acreditar una causa, debiendo siempre 

existir un motivo racional y justo que lo justifique. 

VIG SIMO  CUARTO:  É Que,  enseguida,  el  fallo  se ala  que  lañ  

exigencia de justificaci n del  derecho conferido en la cl usula 3.2. deló á  

contrato  de  autos  tambi n  est  considerada  en  el  art culo  1546  delé á í  

C digo  Civil,  en  tanto  esa  norma  no  solo  se  limita  a  imponer  lasó  

obligaciones declaradas por las partes o aquellas que la ley subentiende o 

las que emanan de la costumbre. 

Bajo ese entendido, la sentencia objetada colige que de la ejecuci n deó  

buena  fe  de  un  contrato  emana  un  deber  de  cooperaci n  rec proco,ó í  

obligaci n  que  corresponde  definir  de  acuerdo  a  la  naturaleza  de  laó  

obligaci n de que se trata, ya que el referido precepto legal recoge eló  

principio de la integraci n contractual que sustenta la doctrina ó sobre la“  

base de que la relaci n contractual no se encuentra concebida como laó  

manera en que cada una de las  partes,  individualmente consideradas,  

encuentran satisfacci n a sus intereses particulares o a la necesidad queó  

las impuls  a contratar, sino que constituye el medio id neo para queó ó  

ambas puedan encontrar tal satisfacci n, lo que supone una constante yó  

rec proca cooperaci n que lleva a imponer, en ocasiones, la necesidad deí ó  

concesiones o sacrificios, pues cada contratante debe velar no solo por su  

inter s personal, sino que asimismo por el de la otra parte, procurandoé  

que sta obtenga tambi n del contrato la satisfacci n de su respectivoé é ó  

inter s . é ”

Y en el contrato bilateral, oneroso y conmutativo de autos el inter s de laé  

demandada consiste en obtener de manera ininterrumpida los servicios 

que encarg  a la actora y, para sta,  la tarifa que por ellos recibir a,ó é í  

coligiendo los jueces que el plazo de cinco a os previsto en el contratoñ  

tiene  mayor  relevancia  para  la  contratista  porque  ha  debido  realizar 

cuantiosas inversiones para ejecutar el servicio de transporte durante ese 

lapso, calificaci n que esta Corte comparte ya que siendo indubitado queó  

los servicios s  fueron prestados ininterrumpidamente pero la actora noí  

pudo  ejecutarlos  durante  el  t rmino  convenido,  aparece  que  laé  
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terminaci n anticipada de la vigencia del contrato pod a ser soportada deó í  

manera ostensiblemente menos gravosa por Anglo que por Tranex, pues 

frente  el  cese  del  v nculo  contractual  bastaba  a  la  demandadaí  

encomendar a otro prestador la continuaci n del servicio de transporteó  

requerido mientras que para la actora ello significaba perder un contrato 

para  cuya  ejecuci n  debi  invertir  numerosos  recursos  materiales  yó ó  

humanos y disponer de una infraestructura cuyo costo razonablemente 

pretend a solventar durante el lapso que ambas partes hab an convenido.í í

VIG SIMO  QUINTO:  É Que,  seguidamente,  los  juzgadores 

manifiestan  que  la  terminaci n  anticipada  impon a  que  Anglo  laó í  

sustentara, en su deber de cooperaci n rec proca, en un motivo real yó í  

serio, evitando que el contrato expirara por una arbitrariedad o capricho, 

pues para que se adquiera el derecho para poner t rmino al contrato,“ é  

debe  necesariamente  existir  un  motivo  justificado  y  que  se  pueda  

comprobar, lo que equivale a decir que el derecho se encuentra sujeto, en  

lo que ata e a su nacimiento, a una condici n suspensiva que se haceñ ó  

posible integrar a la convenci n a la luz de lo dispuesto por el art culoó í  

1546 del C digo Civil; de modo tal que el contratante que hace efectivaó  

su decisi n de poner t rmino al contrato sin un motivo valedero, no soloó é  

carece del leg timo derecho para proceder de dicha manera sino que,í  

asimismo, infringe una obligaci n que le impone la ejecuci n del contratoó ó  

de buena fe .”

Se  equivoca  la  demandada  al  reprochar  que  los  jueces  emitieran 

pronunciamiento sobre la  calificaci n  jur dica  de esa estipulaci n  y laó í ó  

naturaleza  del  derecho  que  confiere  a  los  contratantes  por  sola  la 

circunstancia de no haber sido materia de controversia, pues iuria novit 

curia.  Pero,  en rigor,  tales  apreciaciones de derecho tampoco podr aní  

tener influencia en lo dispositivo puesto que aun cuando se estimara que 

la cl usula contiene un derecho potestativo no sometido a una condici ná ó  

suspensiva,  como  sugiere  quien  recurre,  todav a  en  esa  hip tesis  suí ó  

ejercicio podr a ser revisado evaluando las razones que lo motivaron si así í 

fuere  reclamado,  como de hecho sucedi ,  y  obedece  a  una intenci nó ó  
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desviada o una temeraria desconsideraci n del inter s de la contraparte,ó é  

derivaciones que per se valga advertirlo- no conducen inequ vocamente– í  

a la atribuci n de alg n grado de culpa en particular, calificaci n que,ó ú ó  

por lo dem s, corresponde realizar a los jueces del fondo sobre la base deá  

los  antecedentes  del  proceso  aun  con  abstracci n  de  las  particularesó  

imputaciones  e  interpretaciones  que  pueda  efectuar  cada  litigante  en 

relaci n a las conductas que reprochan a su contraparte.ó

Asimismo, la circunstancia de que fuese necesario contar con un motivo 

justificado  para  instar  por  la  terminaci n  anticipada  de  la  relaci nó ó  

contractual pese a que la estipulaci n facultaba a ello sin necesidad deó  

expresar  causa  fue  asumida  desde  el  inicio  del  litigio  por  Anglo, 

informando en su contestaci n las razones que la condujeron a ejercitaró  

esa atribuci n.ó

Luego, la recriminaci n que sobre tal asunto se contiene en el recurso deó  

nulidad no puede ser o da.í

VIG SIMO SEXTO:É  Que a continuaci n el fallo censurado se abocaó  

a definir si el motivo que invoc  la demandada constituye un motivo realó  

y serio; esto es, si la p rdida de confianza en el contratista derivada de lasé  

actuaciones que realiz  en la ejecuci n de un contrato distinto al de autosó ó  

consistentes  en  reiterados  incumplimientos  y  defraudaciones-  fue  una–  

raz n valedera que ameritara poner t rmino anticipado al contrato deó é  

Cargu o y Transporte de Concentrado, remiti ndose los jueces en esteí é  

punto a la sentencia de segundo grado dictada en los autos rol CAM 

2182-2014,  juicio en el cual se desech  en su totalidad la demanda deó  

Anglo  en  la  que  imput  esos  graves  incumplimientos  contractuales  yó  

defraudaciones a Tranex en la ejecuci n del contrato de Movimiento deó  

Tierra, pues la demandante no los pudo acreditar.

Ante ello los juzgadores concluyen que el quebrantamiento o p rdida deé  

confianza que en esta ocasi n Anglo advierte de Tranex  ó queda como“  

una simple apreciaci n que no se sustenta en algo serioó ”, en tanto Anglo 

no fue capaz de comprobar en aquel proceso los hechos que ahora invoca 

como constitutivos de esa desconfianza, a adiendo que si bien pudierañ  
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estimarse que Anglo se represent  la existencia de una causa o motivo“ ó  

para proceder a la terminaci n del contrato, dicha causa o motivo seó  

funda en una errada apreciaci n de la realidad, consecuencia que surgeó  

del  hecho  de  que  le  fue  imposible  probar  los  incumplimientos  y  

defraudaciones  que  hubieren  provocado  un  quebrantamiento  de  la  

p rdida de la confianza en el contratista , é ” invocando en consecuencia un 

motivo que result  equivocado, ó lo que viene a ser equivalente a que la“  

terminaci n hubiese sido sin causa alguna o por la mera arbitrariedad yó  

capricho de Anglo , ” circunstancia que impidi  el nacimiento del derechoó  

de Anglo para poner t rmino anticipado al contrato porque carec a delé í  

requisito esencial de la existencia de un motivo real y serio.

Declaran, en consecuencia, que Anglo carec a del derecho de terminarí  

anticipadamente  el  contrato  y que su actuaci n  resulta  injustificada  yó  

contraria  a  derecho,  lo  que  conlleva  a  que  el  contrato  se  mantenga 

subsistente  y  que  la  conducta  de  la  demandada  constituye  un 

incumplimiento contractual.

Adem s,  el  fallo  recurrido  expresa  que  Anglo  infringi  el  deber  deá ó  

cooperaci n y la ejecuci n de buena fe del contrato al crear la aparienciaó ó  

de que la relaci n con Tranex se manten a dentro de los m rgenes deó í á  

confianza creada por una relaci n comercial de m s de veinte a os, sinó á ñ  

que  la  actora  pudiese  suponer  siquiera  que  se  habr a  producido  laí  

p rdida de confianza, represent ndose, por el contrario, que el contratoé á  

de Cargu o y Transporte de Concentrado continuar a ejecut ndose por elí í á  

plazo  estipulado,  afirmaci n  que  sustentan  vinculando  ciertosó  

razonamientos desarrollados en la pret rita sentencia a que se ha hechoé  

referencia con los antecedentes de la presente causa.

Dicho examen permite a los jueces afirmar que a pesar de que Anglo no 

pod a  estar  sino  en  conocimiento  de  los  antecedentes  que  habr aní í  

producido el  quebrantamiento de la  confianza en el  contratista y que 

constituir an  el  motivo  de  que  con  fecha  30  de  agosto  de  2013í  

comunicara  a  Tranex  su  decisi n  de  poner  t rmino  al  contrato  deó é  

Movimiento  de  Tierra  a  partir  del  31  de  diciembre  de  ese  a o,ñ  
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igualmente la invit  a celebrar el  contrato de Enlace,  continuando lasó  

partes vinculadas por esta convenci n entre el 1 de enero al 31 de marzoó  

de 2014, plazo que fue extendido hasta el 30 de septiembre de ese a o.ñ

De este modo, durante m s de nueve meses las partes mantuvieron unaá  

relaci n contractual que no se concilia con la p rdida de confianza yaó é  

que  es  dif cil  asumir  que  le  encargara  la  ejecuci n  de  labores  a  uní ó  

contratista a quien acusa de conductas particularmente reprochables. 

En este punto advierte la sentencia que paralelamente se desarrollaba el 

contrato de autos  -de Cargu o y Transporte  de Concentrado-  a  cuyoí  

respecto en el mes de junio de 2014 un agente de Anglo env a a Tranexí  

un correo interno instando para cerrar definitivamente las desacuerdos 

que  se  fueron  presentando  durante  su  ejecuci n,  realizando  laó “  

modificaci n  del  contrato  y  cancelando  cualquier  deuda  de  nuestraó  

parte ,  infiriendo  los  jueces  de  esa  comunicaci n  que  Anglo  ten a  la” ó í  

intenci n de modificar el contrato que preve a el transporte por el sistemaó í  

bimodal, lo que se hizo imposible por las dificultades registradas con la 

empresa Fepasa, intenci n que se corrobora con la propuesta ofrecida poró  

Anglo  cuya  cl usula  cuarta  menciona  que  en  lo  no  modificado  seá  

manten an  vigentes  las  cl usulas  del  contrato,  entre  las  cuales  est  laí á á  

referida al plazo de cinco a os de vigencia de la convenci n.ñ ó

De todo lo anterior deducen los juzgadores que a escasos d as de la cartaí  

de 30 de septiembre de 2014 por cuyo intermedio la recurrente da por 

terminado anticipadamente el contrato de autos misma fecha en la que–  

expiraba  el  contrato  de  Enlace  que  reemplaz  al  de  Movimiento  deó  

Tierra-Anglo ten a el prop sito de perseverar en el contrato de transporteí ó  

con Tranex una vez que fuera objeto de las modificaciones que aquella 

pretend a, lo que no prosper  porque esta ltima no estuvo de acuerdoí ó ú  

en el texto de las mismas. 

Ello devela, en opini n de los juzgadores, que Anglo ó “no sent a que seí  

hab a  quebrantado  la  confianza  en  la  contratista ,í ”  siendo  irracional 

suponer que esa impresi n hubiese surgido repentina e imprevistamenteó  

entre el 28 de agosto de 2014 y el 30 de septiembre de ese a o, m sñ á  
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todav a si Anglo se encontraba en cabal conocimiento de los reiteradosí  

incumplimientos y defraudaciones de que acusa a Tranex en la ejecuci nó  

del contrato de Movimiento de Tierra y que es lo que habr a motivado aí  

notificar  el  31  de  agosto  de  2013  a  Tranex  la  intenci n  de  ponerleó  

t rmino a contar del 31 de diciembre de ese a o, no obstante lo cual lasé ñ  

partes continuaron vinculadas por el Contrato de Enlace que expiraba el 

30 de septiembre de 2014.

Sumando a tales circunstancias el hecho de que no existen antecedentes 

de  que  Tranex  hubiese  tomado  conocimiento  de  los  graves 

incumplimientos y defraudaciones que la demandada le atribuye, declaran 

los sentenciadores que nada permit a intuir a la actora que el contrato deí  

autos terminar a anticipadamente sino que m s bien era razonable preverí á  

que  luego  de  acordarse  las  modificaciones  propuestas,  la  relaci nó  

contractual  perdurar a  por los  cinco a os  pactados,  convencimiento alí ñ  

que Anglo contribuy  con sus propios actos y comportamientos, creandoó  

una apariencia que no se condice con la aludida p rdida de confianzaé  

que  invoca  como  justificaci n  para  su  decisi n  de  terminaró ó  

anticipadamente el contrato.

VIG SIMO  S PTIMO:É É  Que  en  relaci n  a  tales  fundamentos  esó  

oportuno recordar que de conformidad al art culo 1546 del C digo Civil,í ó  

los contratos deben ejecutarse de buena fe y, por consiguiente, obligan no 

s lo a lo que en ellos  se expresa, sino a todas las  cosas  que emananó  

precisamente de la naturaleza de la obligaci n, o que por la ley o laó  

costumbre se entienden pertenecerle.

Si  bien  la  invocaci n  de  la  buena  fe  como  base  de  existencia  deó  

obligaciones nacidas del contrato de autos podr a involucrar cuestiones deí  

hecho que en principio son ajenas a la esfera de la casaci n, en el casoó  

que  se  estudia  ello  no  es  bice  para  examinar  los  cuestionamientosó  

jur dicos que el recurso propugna, puesto que los jueces han asentado uní  

presupuesto f ctico que permite analizar las alegaciones de la recurrenteá  

al dejar establecida la existencia del contrato, los derechos y obligaciones 

que de l emanan para las partes, la conducta desplegada por la actoraé  
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durante la ejecuci n de la convenci n de autos y aquella que desarroll  laó ó ó  

demandada.

El principio general de la buena fe -idea concebida en su faz objetiva-, 

llamada tambi n buena fe lealtad  a la que se refiere el citado art culoé “ ” í  

1546 del C digo Civil, consiste en la creencia y confianza que tiene unó “  

sujeto en que una declaraci n surtir  en un caso concreto los mismosó á  

efectos que ordinaria y normalmente ha producido en casos iguales. Es 

decir,  son las  reglas  objetivas  de la  honradez en el  comercio o en el 

tr fico, que llevan a creer en la palabra empe ada y en que el acto seaá ñ  

concertado  lealmente,  obrando  con  rectitud .  (Alejandro  Borda,  La” “  

Teor a de Los Actos Propios ; Lexis Nexis, Cuarta Edici n, a o 2005;í ” ó ñ  

p g. 62).á

Lo relevante de esa reflexi n en relaci n a las recriminaciones que nutrenó ó  

el recurso de nulidad es que el principio de la buena fe impone a los 

contratantes el deber de cooperar con la ejecuci n del negocio en que seó  

han comprometido, adoptando un rol activo que cobra sentido desde el 

ngulo de las propias declaraciones que componen las estipulaciones oá  

pactos a los que han concurrido con su voluntad. En otros t rminos, laé  

buena  fe  objetiva  debe  ser  mirada  como  elemento  integrador  de  los 

contratos  y,  concebida de ese  modo,  sirve  de basamento  al  deber  de 

garant a que asumen los contratantes.í

En efecto, como principio general de Derecho, la buena fe cumple las 

funciones  de  informar,  integrar  e  interpretar  todo  el  ordenamiento 

jur dico, adem s de aquellas que le son propias entre las cuales est  la deí á á  

ser un l mite al ejercicio de los derechos subjetivos, proh be contradecir“ í í  

un obrar anterior, protege a quien sufre de un error excusable, justifica y 

valida el actuar de quien se bas  en una apariencia y es un patr n deó ó  

conducta  plenamente  exigible .  (La  Buena  Fe  Contractual,  Cristi n” á  

Boetsch Gillet, Editorial Jur dica de Chile, a o 2011, p g. 176).í ñ á

En  materia  contractual  cumple  esas  mismas  funciones  generales, 

integrando  el  contrato,  creando  especiales  deberes  de  conducta  y 

limitando a la autonom a privada y a la capacidad de autoregulaci n, loí ó  
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que se aprecia, por ejemplo, en aquellas situaciones que el ordenamiento 

sanciona al contrato con su invalidaci n por causa u objeto il cito.ó í

Se advierte entonces, por las razones que se vienen se alando, que noñ  

resulta  admisible  esquivar  la  ejecuci n  de buena fe  de un contrato aó  

pretexto del rigor del texto de lo convenido, puesto que Ninguno de los“  

contratantes debe asilarse en su literalidad inflexible para dar menos ni 

para  exigir  m s,  arbitrariamente,  al  influjo  de  un  inter s  propio  yá é  

mezquino; antes bien, debe dejarse expresar al contrato ampliamente su 

contenido.  Ni  debe  dejarse  de  atender  a  factores  extraliteralidad  que 

pudieran fundarse en la naturaleza del pacto, en la costumbre o en la 

ley.  (Corte de Apelaciones Pedro Aguirre Cerda, 4 de marzo de 1988,”  

R.D.J., T. 85, secc. 2 , p g. 9).ª á

Similar  reflexi n cabe considerar  cuando se analiza el  principio de laó  

autonom a de la voluntad, el que si bien es ampliamente recogido en laí  

cultura jur dica occidental, no puede elevarse a la categor a de dogmaí í  

absoluto, de aplicaci n inexcusable y ciega. Si como quiere la tradici nó “ ó  

del  derecho natural,  la  ley  injusta no es  ley  sino violencia,  lo  mismo 

podr a decirse de un principio jur dico que pretende erigirse por sobreí í  

imperativos  morales  y  jur dicos  superiores  que  impone  la  mismaí  

consideraci n del ser humano como un ser digno. Si la ley positiva debeó  

ceder paso a la justicia, lo propio ha de suceder si la aplicaci n absolutaó  

de un principio permite la producci n de resultados gravemente injustos eó  

inequitativos.

Una  absolutizaci n  ideol gica  del  principio  de  la  intangibilidadó ó  

contractual, que llevara a excluir a priori todo tipo de intervenci n en eló  

contenido  de  un  acuerdo  contractual,  correr a  un  serio  riesgo  deí  

transformar el contrato en un instrumento de explotaci n y dominio m só á  

que  de  expresi n  de  la  libertad  personal .  (Contratos  y  Da os  poró ” ñ  

Incumplimiento.  Hern n  Corral  Talciani.  Ed.  Abeledo  Perrot.  Legalá  

Publishing, Santiago. A o 2010, p gs. 291 y 292).ñ á

Ante ello se alza el principio de buena fe y el art culo 1546 del C digoí ó  

Civil,  que  es  una norma imperativa  que ordena que los  contratos  se 
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ejecuten de buena fe, par metro que constituye un modelo de conductaá “  

que revaloriza y modaliza a las posiciones de todas las partes, pasando a 

formar parte del contenido del negocio, con el objeto de evitar que, bajo 

la apariencia de un respeto a su tenor estricto, se lesione el inter s delé  

acreedor a ser satisfecho o del deudor a no sacrificarse m s all  de loá á  

razonable.  De este modo, la buena fe se presenta como un deber de 

cooperaci n rec proco que se impone a las partes del contrato para asó í í 

cumplir  de  modo  positivo  la  expectativa  de  la  otra  parte .  (Cristi n” á  

Boetsch Gillet, ob. citada, p gs. 177 y 178).á

 VIG SIMO  OCTAVO:É  Que a la  luz  de  tales  reflexiones  no se 

advierte  el  error  que  la  recurrente  atribuye  a  los  jueces  cuando 

determinan que la ejecuci n de buena fe del contrato de autos exig a queó í  

ambas partes desplegaran las conductas necesarias no solo para satisfacer 

sus propias expectativas sino que tambi n en pos de los intereses de laé  

contraparte.  Evidentemente  ello  no  quiere  decir,  como  sugiere  quien 

recurre,  que  los  contratantes  deban  renunciar  a  alcanzar  su  propia 

satisfacci n sacrific ndose sin m s en beneficio exclusivo de la otra parte.ó á á  

Pero s  es indudable que esa obligaci n tambi n les impone abstenerse deí ó é  

ejecutar conductas que impidan a su contraparte obtener el provecho que 

esperaban alcanzar.

Y as , si ese provecho consist a, en el caso de la actora, en la obtenci ní í ó  

de  una  utilidad  econ mica  mediante  la  ejecuci n  de  una  prestaci nó ó ó  

durante un per odo de cinco a os, la buena fe que deb a orientar el obrarí ñ í  

de la demandada durante la ejecuci n del contrato le exig a justificar lasó í  

razones que le permit an terminar anticipadamente ese contrato.í

En la especie, la p rdida de confianza que invoc  Anglo para fundar sué ó  

decisi n de dar t rmino unilateralmente a la convenci n se hizo consistiró é ó  

en hechos ajenos a ella,  invocando actuaciones de su contraparte  que 

habr an acaecido con anterioridad en la ejecuci n de otra convenci n,í ó ó  

raz n  por  la  cual  acudi  correctamente  a  la  facultad  prevista  en  laó ó  

cl usula 3.2 y no a la contenida en la cl usula 18 del pacto, quedandoá á  

establecido  en  este  proceso  y  en  el  anterior  juicio  seguido  entre  las 
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mismas partes  que Anglo no acredit  la  existencia de esas  conductas,ó  

presupuesto f ctico que el recurso no permite modificar y en cuya virtudá  

los jueces concluyen que no se comprob  la existencia de un motivo realó  

y serio que justificara la terminaci n anticipada del contrato.ó

VIG SIMO  NOVENO:É  Que, ahora bien, no es esa la nica raz nú ó  

que  los  sentenciadores  expresan  para  declarar  el  incumplimiento  del 

contrato  por  parte  de  Anglo  ya  que concluyen  igualmente  que dicha 

parte  infringi  su  deber  de  ejecutar  de  buena  fe  el  contrato  por  suó  

conducta  que cre  una  apariencia  de  que  la  relaci n  con  Tranex  seó ó  

manten a dentro de los m rgenes de confianza.í á

Sobre  esto  reprueba  la  recurrente  que  los  jueces  coligieran  que  su 

decisi n de poner t rmino anticipadamente al contrato de movimiento deó é  

tierras en el mes de agosto de 2013 ya obedec a a la p rdida de confianzaí é  

en la contratista, asegurando que esa conclusi n contrar a la l gica y laó í ó  

forma en  que normalmente  se  desarrollan  los  negocios,  recriminaci nó  

que,  sin  embargo,  solo  encuentra  fundamento  en  las  particulares 

apreciaciones de la demandada.

Con todo y aun cuando no fuese posible establecer indubitadamente que 

al d a 30 de agosto de 2013 Anglo ya hab a adquirido la convicci n sobreí í ó  

las defraudaciones que asegur  haber sufrido, ello no restar a m rito aló í é  

razonamiento de los sentenciadores ni lo torna inadecuado o carente de 

fundamento  si  se  considera  que  las  sospechas  que  Anglo  pudo  tener 

respecto de la conducta de la contratista y que originaron la investigaci nó  

interna  que  dio  cuenta  de  los  incumplimientos  y  defraudaciones  que 

imput  a  Tranex  en  relaci n  al  contrato  de  movimiento  de  tierrasó ó  

necesariamente  exist an  a  la  fecha  en  que  manifest  su  intenci n  deí ó ó  

modificar el contrato de autos. No obstante, persisti  en esa convenci n yó ó  

no solo nada dijo sobre las investigaciones que realizaba en las posteriores 

comunicaciones  que  mantuvo  con  la  actora  sino  que  derechamente 

propuso una reforma contractual a menos de un mes de comunicar la 

terminaci n anticipada del v nculo.ó í
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La circunstancia  de  que  la  demandante  no  hubiese  efectuado  nuevas 

inversiones en ese per odo no permite configurar el error de derecho queí  

plantea la recurrente, no solo porque ese aspecto no forma parte de los 

hechos fijados en la causa sino porque el cuestionamiento de los jueces no 

est  destinado a definir un perjuicio particular de la contratista sino aá  

demostrar  que  con  su  conducta  Anglo  cre  la  apariencia  de  unaó  

normalidad que, por sus propias afirmaciones, ya no exist a. í

TRIG SIMOÉ : Que dentro de los razonamientos del fallo vinculados al 

principio de buena fe y la aplicaci n del art culo 1546 del C digo Civil,ó í ó  

en  su  recurso  Anglo  tambi n  cuestiona  aquellos  que  delimitan  elé  

contenido del deber de colaboraci n que le imponen los jueces, refiriendoó  

que no es posible exigirle haber puesto en conocimiento de Tranex la 

investigaci n  interna  de  car cter  reservado  que  desarrollaba  paraó á  

establecer sus graves incumplimientos y defraudaciones porque ello habr aí  

comprometido el curso de su investigaci n, m s a n si en esas actuacionesó á ú  

aparec a comprometido uno de sus funcionarios y adem s la actora yaí á  

contaba  con  informaci n  confidencial  relativa  a  los  detalles  de  lasó  

propuestas de licitaci n presentadas por sus competidores durante el a oó ñ  

2014. 

Esta ltima cuesti n no est  establecida como hecho de la causa, peroú ó á  

aun  cuando  se  pudiese  estimar  plausible  la  alegaci n  relativa  a  laó  

necesidad de mantener en reserva la existencia de la investigaci n queó  

Anglo estaba desarrollando para evaluar la conducta de Tranex en la 

ejecuci n del contrato de Movimiento de Tierra y se concluyera que esaó  

particular  actitud  no  constituye  una  infracci n  al  art culo  1546  deló í  

C digo  Civil,  ello  no  justificar a  el  haber  mantenido  en  ese  mismoó í  

per odo comunicaciones destinadas a modificar el contrato de Cargu o yí í  

Transporte de Concentrado y menos a n que haya propuesto un textoú  

reformatorio poco antes de decidir terminarlo anticipadamente. 

Tales actuaciones no resultan coherentes con la reserva que alega Anglo 

y,  en  consecuencia,  solo  pueden  calificarse  como constitutivas  de  una 

infracci n al deber de cooperaci n rec proca a que estaba compelida.ó ó í
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TRIG SIMO  PRIMERO:É  Que  la  consideraci n  reci n  expresadaó é  

permite a su vez desvirtuar la tesis de la demandada que propone que el 

ejercicio  del  derecho  contemplado  en  la  cl usula  3.2.  del  contratoá  

igualmente resulta leg timo si obedece a una errada representaci n de laí ó  

realidad,  planteamiento  que  desarrolla  ante  el  hecho  de  haberse 

rechazado  su  anterior  demanda  fundada  en  un  incumplimiento 

contractual.

Si bien es efectivo que por regla general un error o equivocaci n no esó  

contrario al ejercicio de buena fe de un derecho, en el caso de autos las 

actuaciones de la demandada no se condicen ni resultan coherentes con 

la p rdida de confianza a que aludi  como justificaci n de la terminaci né ó ó ó  

unilateral y anticipada de la convenci n, como ya fue referido. ó

Afirma quien recurre que el  error  permite excluir  un eventual  actuar 

doloso o gravemente desconsiderado de su parte, equivalente a la culpa 

grave, que permita constituir un caso de abuso del derecho, recriminando 

que la sentencia err neamente la condena por una conducta calificadaó  

dentro del  est ndar  de culpa leve,  vulnerando nuevamente  el  art culoá í  

1545 del C digo Civil.ó

Olvida, sin embargo, que la diferenciaci n de los grados de culpa que enó  

materia contractual prev  el C digo Civil no dice relaci n con la buenaé ó ó  

fe,  que  es  el  modelo  de  conducta  que los  jueces  han  aplicado  en  la 

especie  y  que  el  fallo  tampoco funda  su decisi n  atendiendo nica  yó ú  

estrictamente a los par metros bajo los cuales la doctrina ha desarrolladoá  

la teor a del abuso del derecho.í

A diferencia de la diligencia, la buena fe es un concepto indivisible, en el 

sentido que no puede exigirse a una parte una buena fe distinta a la que 

se  reclama  de  la  otra  en  raz n  del  contrato.  Sea  cual  fuera  laó  

composici n del contrato, la buena fe exigible es siempre la misma. Y sió  

ella  impone  un  deber  de  cooperaci n  rec proca,  como  sucede  en  laó í  

especie, la decisi n de terminar anticipadamente el contrato sobre la baseó  

de  una  p rdida  de  confianza  que  no  se  condice  con  las  actuacionesé  

demostradas  en  el  proceso  no  puede  ser  aceptada,  debiendo 
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necesariamente ser calificada esa conducta como un incumplimiento del 

contrato que,  por ser  bilateral,  oneroso y conmutativo,  impon a a lasí  

partes observar el grado de diligencia y cuidado que los hombres emplean 

ordinariamente en sus negocios propios.

TRIG SIMO  SEGUNDO:É  Que  en  otro  cap tulo  el  recursoí  

recrimina que el  fallo  declarara  la  existencia de un acuerdo entre  las 

partes  en  materia  de  sobrecostos,  aduciendo  que  en  esa  materia  se 

conculca el art culo 1545 del C digo Civil, en relaci n con el art culoí ó ó í  

1564 del mismo texto legal, la cl usula 26 del Contrato y los art culos 97,á í  

101 y 102 del C digo de Comercio. ó

Como ya fuera enunciado, el reproche se sustenta en el hecho de haberse 

colegido que su silencio frente a las peticiones de Tranex para el pago de 

los  sobrecostos  en  que  incurri  con  ocasi n  del  contrato  importó ó ó 

aceptaci n  de  esos  requerimientos,  razonamiento  que  no  soloó  

contravendr a la cl usula 26 de la convenci n -que determina que lasí á ó  

alteraciones  o  modificaciones  al  contrato  tendr an  validez  solo  sií  

constaran por escrito firmado por ambas partes-  sino que tambi n lasé  

normas del C digo de Comercio que se ocupan de los efectos del silencio,ó  

atribuy ndole los jueces a su parte una reticencia por no haber rechazadoé  

abiertamente el pago de los sobrecostos que se demandan. 

TRIG SIMO TERCEROÉ : Que sobre esta materia el fallo ha dejado 

establecido  como  hecho  de  la  causa  la  existencia  y  cuant a  de  losí  

sobrecostos reclamados por la actora, prestaciones a las que se dio lugar 

en el fallo de primer grado no por haberse infringido un acuerdo que las 

partes adoptaran en tal sentido sino por el incumplimiento contractual en 

que incurri  Anglo por la no implementaci n del sistema de transporteó ó  

bimodal,  explicando  el  fallo  que  esa  parte  deb a  responder  de  losí  

perjuicios sufridos por la demandante como consecuencia del hecho que 

atribuy  a Ferrocarriles  del  Pac fico S.A. (conforme lo previsto en losó í  

art culos  1450 y 1679 del  C digo  Civil),  por  no haber  desplegado  laí ó  

debida diligencia y cuidado para evitar las consecuencias perjudiciales de 

su  incumplimiento  y  por  el  reconocimiento  de  responsabilidad  que 
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efectu  en sus escritos fundamentales, reconociendo la existencia de talesó  

sobrecostos aunque controvirtiera su cuant a.í

El pronunciamiento de segundo grado elimin  la referencia que el juez aó  

quo efectuaba a los art culos 1450 y 1679 del C digo Civil, manteniendoí ó  

los dem s razonamientos y a adi  la circunstancia de haberse acordadoá ñ ó  

entre las partes el pago de los sobrecostos. 

No se observa que los sentenciadores de segundo grado infringieran los 

preceptos legales que invoca la demandada, toda vez que aun cuando las 

partes convinieran que las modificaciones que sufriera deb an constar porí  

escrito,  es  un hecho que pacto obedec a a una licitaci n  cuyo dise oí ó ñ  

jam s se implement  y que, no obstante, se prestaron servicios que noá ó  

hab an sido considerados en ella, generando los sobrecostos reclamados,í  

reconociendo Anglo su existencia, habiendo ofrecido una f rmula de pagoó  

que fue rechazada por la contratista pues s lo comprend a una parte deló í  

per odo en que se efectuaron las prestaciones.í

En consecuencia, Anglo no solo incumpli  su deber de implementar eló  

sistema de transporte bimodal que encarg  a la demandante sino queó  

frente a los requerimientos de pago por los sobrecostos que se originaron 

justamente por esa falta de implementaci n no los rechaz  expresamente,ó ó  

como lo impon a el art culo 1546 del C digo Civil, sino que mantuvoí í ó  

silencio y, entretanto, los servicios siguieron realiz ndose. á

Entonces, ante la imposibilidad de ejecutarse el sistema bimodal, Anglo 

debi  representarse la posibilidad cierta de que el contratista incurriera enó  

sobrecostos y de hecho le inform  que se har a cargo de los  generadosó í  

nicamente a contar de enero de 2014 aun cuando convino en que elú  

contrato tuviera vigencia reotroactiva desde el mes de julio de 2012. 

No se equivocan los juzgadores al atribuir el valor de manifestaci n deó  

voluntad  al  silencio  mantenido  por  Anglo,  calific ndolo  comoá  

circunstanciado  en  raz n  de  los  elementos  que  describen  en  eló  

fundamento quinto del fallo que se revisa, pues son esas particularidades 

las que hacen imposible soslayar la actitud silente de la recurrente. 
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Si no constituyera expresi n impl cita de aceptaci n a los requerimientosó í ó  

que le formulara la actora, igualmente corresponder a conferirle efectosí  

jur dicos derivados de la inactividad en el uso de los mecanismos de queí  

dispon a para atender las pretensiones de la contratista, como se concluyeí  

a la luz del art culo 1546 del C digo Civil y el principio general de buenaí ó  

fe.

Pero  acontece  que  tales  elementos  s  dan  cuenta  de  una  voluntadí  

manifestada a trav s de un silencio absoluto, ling stico y f ctico. Se trataé üí á  

de una autorizaci n o aquiescencia dada por Anglo justamente por laó  

entidad  de  las  circunstancias  externas  que  rodearon  su  silencio  cuyo 

origen no podr a obedecer a una simple diferencia comercial, pues en talí  

caso  a n  podr a  ser  evidencia  de  una  mala  fe,  porque  se  habr aú í í  

beneficiado  tanto  del  silencio  como  de  la  seguridad  de  que,  en 

cumplimiento  de  lo  pactado,  la  demandante  seguir a  prest ndole  losí á  

servicios continuamente.

TRIG SIMO  CUARTO:É  Que,  en  ltimo t rmino,  la  demandadaú é  

reprocha que se le haya condenado al pago de una indemnizaci n por losó  

perjuicios que habr a sufrido Tranex con ocasi n de la construcci n yí ó ó  

traslado de sus instalaciones a la localidad de Quilapil n, exponiendo queú  

se trata de perjuicios imprevisibles que correspond a limitar al tenor de loí  

dispuesto en el art culo 1558 del C digo Civil, en la medida que se aplicaí ó  

en su contra la presunci n de culpa del art culo 1547 del mismo cuerpoó í  

legal, sobre todo si fue la contratista que por su cuenta y riesgo decidió 

realizar esas inversiones sin contar con la autorizaci n de su parte.ó

Reprueba tambi n el otorgamiento de esa prestaci n resarcitoria ya queé ó  

la sentencia deja establecido que las construcciones que realiz  Tranexó  

fueron emplazadas en terrenos de propiedad de un tercero, de modo que 

al tenor del inciso segundo del art culo 669 del C digo Civil, es de cargoí ó  

del propietario y no de Anglo proceder al pago de las indemnizaciones 

reclamadas, pues aqu l estaba en perfecto conocimiento de la ejecuci né ó  

de las obras, debiendo asumir su valor si pretende la restituci n del bienó  

ra z.í
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TRIG SIMO QUINTOÉ : Que es un hecho de la causa que Tranex 

traslad  sus instalaciones desde la localidad de Huertos Familiares hacia aó  

un terreno de un tercero y que asumi  el  costo del  traslado y nuevoó  

emplazamiento.

En su demanda la actora reclam  un pago de $176.078.558 a t tulo deó í  

indemnizaci n de perjuicios porque tales inversiones resultan in tiles enó ú  

raz n de la terminaci n anticipada del contrato, argumentando que eseó ó  

traslado no fue considerado al momento de la licitaci n (que considerabaó  

el transporte en sistema bimodal)  sino que vino a solucionar reclamos 

posteriores  de vecinos y la Municipalidad de Til  Til  por el  hecho de 

haberse aumentado ostensiblemente la circulaci n de camiones al interioró  

del  pueblo  de  Huertos  Familiares  justamente  por  la  falta  de 

implementaci n  de  la  opci n  bimodal.  Por  eso  afirm  que  benefició ó ó ó 

exclusivamente a Anglo ya que de no haberse solucionado el problema 

exist a un alto riesgo que la comunidad paralizara un despacho que lasí  

bases de licitaci n exig a mantener ininterrumpidamente.ó í

La sentencia declara la procedencia de la indemnizaci n por esas mismasó  

razones, explicando los jueces que la ejecuci n de buena fe del contratoó  

exig a  que  la  demandada  hubiera  informado  a  Tranex  que  no  seí  

implementar a el sistema bimodal a efectos de convenir una modificaci ní ó  

de contrato adapt ndolo a la realidad y que ello hubiese permitido a laá  

contratista haber instado por el reembolso de los gastos en que incurrió 

por  el  cambio  de  sus  instalaciones,  declarando  que  se  infringen  esos 

deberes  emanados  de  la  buena  fe  tambi n  por  el  hecho  de  haberé  

mantenido la apariencia de que el contrato continuar a desarroll ndoseí á  

con normalidad, creando en la actora la razonable expectativa de que la 

convenci n se mantendr a por el plazo estipulado, ya que de otro modoó í  

no se explica que  la contratista hubiese financiado con recursos propios 

los costos del traslado de sus instalaciones, lo que termin  de realizar unó  

mes antes de que se le comunicara la terminaci n anticipada.ó

El fallo desestima la pretensi n de la actora de ser indemnizada por laó  

totalidad  de  la  suma  demandada  en  lo  referido  a  la  adquisici n  deó  
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inmuebles  y valor  de instalaciones pues stas  se emplazaron sobre uné  

inmueble de propiedad de un tercero que se hizo due o de ellas por elñ  

modo de adquirir  accesi n,  pero accede al  pago de $75.071.256,  queó  

corresponde a los gastos incurridos por adquisici n de materiales, piezas oó  

elementos necesarios para el montaje de tales instalaciones, desembolsos 

que realiz  entre los meses de diciembre de 2013 y septiembre de 2014,ó  

poca  en  la  que  Anglo  ten a  conocimiento  de  los  incumplimientos  yé í  

defraudaciones que imput  a Tranex, ya que bien pod a Anglo haberó í  

evitado  que  su  contraparte  incurriera  en  esos  gastos  que  por  la 

terminaci n del contrato no representan utilidad para quien las realiz .ó ó

TRIG SIMO  SEXTOÉ : Que a la luz de lo dispuesto en el art culoí  

1558 del C digo Civil, la distinci n sobre la clase de responsabilidad queó ó  

pueda atribuirse a aquel contratante que incumple la convenci n tieneó  

relevancia para determinar la clase de da os a los que deber  extenderseñ á  

la indemnizaci n. ó

Como en  la  especie  los  jueces  del  fondo no han  establecido  que los 

contratantes  acordaran  que  el  deudor  responda  de  una  especie 

determinada de culpa, corresponde acudir a la regla general del primer 

inciso del  art culo  1547 ya que el  contrato de autos  fue otorgado ení  

beneficio rec proco de las partes. De este modo, al infringir la demandadaí  

su  obligaci n  de  implementar  el  sistema  de  transporte  bimodal  yó  

quebrantar adem s el  deber de ejecutar de buena fe lo convenido, esá  

responsable hasta de la culpa leve y, en raz n de ello, no est  compelidaó á  

a indemnizar los perjuicios imprevistos sino solo aquellos que se previeron 

o pudieron preverse  al tiempo del contrato.“ ”

Cabe referir que la calificaci n que de determinados hechos se efect eó ú  

como constitutivos de culpa lev sima,  leve o grave es una cuesti n  deí ó  

derecho que queda entregada al control de este tribunal de casaci n, masó  

ello debe efectuarse sobre la base de los hechos establecidos en el proceso 

cuya  determinaci n  queda  entregada  excluyentemente  a  los  jueces  deó  

instancia, salvo que se haya denunciado eficientemente la infracci n deó  

las normas reguladoras de la prueba, cuyo no es el caso de autos. 
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Y as , la sentencia no solo ha establecido la manera en que la demandadaí  

incumpli  el  contrato  de  autos  sino  tambi n  ha  dejado  asentado  deó é  

manera inamovible que la causa del traslado obedece nicamente a laú  

falta  de  implementaci n  del  sistema  de  transporte  bimodal  y  que  eló  

traslado de las instalaciones cedi  en su propio beneficio pues permitió ó 

mantener  el  est ndar  del  servicio  -par metro  que,  debe  destacarse,  seá á  

hab a proyectado en un escenario diverso al que en definitiva ocurri - y,í ó  

todav a,  que pudiendo haber  evitado que la  actora incurriera  en esosí  

gastos, no lo hizo. 

Luego, no puede pretender la recurrente eximirse de responsabilidad en 

el resarcimiento que le ha sido impuesto si lo natural y razonable es que 

hubiese previsto que, con ocasi n de su incumplimiento contractual, laó  

demandante se encontrar a en la necesidad de trasladar sus instalacionesí  

para poder cumplir sus propias obligaciones y satisfacer la exigencia que 

las  bases  de  licitaci n  le  impon an  y  que  ello  la  har a  incurrir  enó í í  

determinados gastos que en otras condiciones no habr a afrontado.í

En otros t rminos, para que la sentencia recurrida hubiese infringido laé  

limitaci n que impone el art culo 1558 del c digo sustantivo, el da o queó í ó ñ  

se  ha  generado  en el  patrimonio  de  la  actora  por  los  gastos  en que 

incurri  para el traslado de sus instalaciones no deb a ser previsible, peroó í  

el  m rito  de  autos  y  los  hechos  asentados  en  juicio  demuestran  loé  

contrario.

Por ltimo, resulta improcedente pretender quebrantado el art culo 669ú í  

del C digo Civil si el juicio de autos no versa sobre las obligaciones queó  

pueda tener un tercero respecto del demandante sino en la procedencia 

de una indemnizaci n  de perjuicios  por  incumplimiento de Anglo deló  

contrato  celebrado  con  Tranex,  mbito  en  el  cual  se  extra a  que  laá ñ  

denuncia se refiriera a las normas aplicables a ese conflicto.

Pero adem s,  los  jueces han declarado que el inmueble construido ená  

terrenos del tercero ha pasado a pertenecerle por el modo de adquirir 

accesi n  y  justamente  por  ello  no  dan  lugar  a  la  integridad  de  laó  

aspiraci n de la actora, accediendo nicamente a los gastos incurridos conó ú  
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ocasi n de la adquisici n de materiales o elementos necesarios para lasó ó  

instalaciones. Luego, si se pudiera entender que el recurso dice relaci nó  

con  la  naturaleza,  particularidades  y  caracter sticas  de  esas  especies,í  

necesariamente debi  vincularse no solo con las normas reguladoras queó  

permitieran  establecer que el costo de tales elementos tambi n deb an seré í  

asumidos  por  el  due o  del  terreno sino tambi n  con aquellas  que  señ é  

ocupan  de definir  su  naturaleza  y la  manera en que han  podido ser 

adquiridas por el due o del inmueble.ñ

TRIG SIMO S PTIMOÉ É : Que por las razones se aladas, los recursosñ  

de casaci n en el fondo deducidos por la demandante y la demandada noó  

pueden prosperar, debiendo ser desestimados.

Y de conformidad adem s con lo dispuesto en los art culos 764, 766 yá í  

767 del C digo de Procedimiento Civil,  ó se  rechazan los recursos de 

casaci n en el fondo deducido en lo principal de fojas 192 del expedienteó  

de segunda instancia por los abogados Rodrigo Zegers Reyes,  Ignacio 

Rivadeneira Hurtado y Mar a Jos  Zegers Quiroga en representaci n deí é ó  

la parte demandante y los recursos de casaci n en la forma y en el fondoó  

impetrados en lo principal y primer otros  de fojas 234 por los abogadosí  

Iv n Harasic Cerri  y Pablo Cornejo Aguilera, en representaci n de laá ó  

parte  demandada,  en contra de la  sentencia del  Tribunal  Arbitral  de 

Segunda Instancia del Centro de Arbitraje y Mediaci n de la C mara deó á  

Comercio de Santiago de seis de julio de dos mil diecisiete, que se lee a 

fojas 129 y siguientes del mencionado cuaderno. 

Reg strese y devu lvase con sus tomos y agregados.í é

Redacci n a cargo del ministro se or Fuentes B.ó ñ

N  38.506-2017.º

Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema, por los Ministros 

Sr. Guillermo Silva G., Sra. Rosa Egnem S., Sr. Juan Eduardo Fuentes 

B. y Abogados Integrantes. Ricardo Abuauad D. y Sr. Antonio Barra R. 

No  firma  el  Abogado  Integrante  Sr.  Abuauad,  no  obstante  haber 

concurrido a la vista del recurso y acuerdo del fallo, por ausencia.

XDKVKQWRCX



XDKVKQWRCX



null

En Santiago, a veintidós de mayo de dos mil diecinueve, se incluyó en el
Estado Diario la resolución precedente.
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